MARÍA EUGENIA ESTELA MARTÍNEZ CARDIEL

TEMA:

TRASCENDENCIA DE LA ADICIÓN DEL SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO
138 DE LA LEY DE AMPARO.

En decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, se adicionó un segundo párrafo al articulo 138 de la Ley de Amparo, para establecer lo siguiente:

"Artículo 138.- ...Cuando la suspensión se haya concedido contra actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el ministerio público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida".

En la iniciativa de reforma se indicó: "...se han presentado una serie de circunstancias a propósito de la ampliación de la figura de la suspensión del acto reclamado que han redundado en beneficios excesivos en favor de los promoventes, que incluso les ha posibilitado sustraerse a la acción de la justicia. Se establece con claridad que el efecto de la suspensión provisional concedida contra la orden de aprehensión que no ha sido ejecutada, consistirá en que el inculpado comparezca ante la autoridad que deba juzgarlo, en el término de tres días, a fin de que rinda su declaración preparatoria. En los casos en que la orden de aprehensión ya hubiera sido ejecutada, el efecto de la suspensión provisional será garantizar la seguridad del quejoso en el lugar en el que se encuentre recluido, sin perjuicio de que el juez natural conceda la libertad provisional bajo caución, cuando ésta procediere. No pasa desapercibida la circunstancia de que obligar al quejoso a comparecer ante la autoridad que deba juzgarlo para que rinda su declaración preparatoria como requisito para que siga surtiendo sus efectos la suspensión decretada habrá de producir el sobreseimiento en el juicio por cambio de situación jurídica, al momento en que se decrete la formal prisión correspondiente. No obstante lo anterior, no implica la indefensión del inculpado, pues éste continua disfrutando de los beneficios que tiene al promover el juicio de amparo contra la orden de aprehensión, como son las medidas cautelares del incidente de suspensión y la posibilidad de promover un nuevo juicio de garantías contra el auto de término constitucional.  En la iniciativa se propone que el órgano de control constitucional no tenga ya la facultad de conceder el beneficio de la libertad provisional bajo caución al quejoso dentro del juicio de amparo, toda vez que dicha facultad corresponde al juez natural de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 fracción 1 de la Constitución. Independientemente de la concesión de la medida suspensional es necesario que se obligue al quejoso a comparecer ante la autoridad que deba juzgarlo a rendir su declaración preparatoria. Lo anterior, dejaría en claro que la institución del amparo, y en especial la figura de la suspensión no son instrumentos para burlar a la justicia penal".

En el diario de debates del Senado de fecha diez de septiembre de mil novecientos noventa y ocho, al respecto se señaló lo siguiente: "...en los artículos 138 y 155 de la reforma, se establecen condiciones que el juez impone al quejoso, por lo que se refiere a su comparecencia ante la autoridad que lo reclama -esto ocurre en el primero de ellos- y, en el segundo a una de las facultades que tiene el ministerio público como parte en el proceso penal, que se hace extensiva al amparo. Las comisiones unidas del dictamen, están de acuerdo con esas reformas…” Las cuales fueron aprobadas por el senado y también en su oportunidad, por la Cámara de Diputados.

La suspensión del acto reclamado es incuestionable que tiene como finalidad la paralización o cesación temporal del mismo.

La suspensión por tanto, se traduce en la paralización o cesación de la iniciación o nacimiento del acto reclamado, evitando su realización antes de que se actualice; o bien, impide las consecuencias del propio acto o su total desarrollo. Desde luego que contra actos negativos no procede la suspensión, y sólo será susceptible de suspenderse el acto reclamado de índole positiva, esto es, que implique pronunciación, orden o ejecución, pero no cuando se trate de una mera abstención o un simple no hacer por parte de la autoridad responsable. Además la suspensión del acto reclamado no tiene efectos restitutorios, salvo casos excepcionales, porque tales efectos son privativos de la sentencia constitucional en la cual se llegara a otorgar la protección federal solicitada por el quejoso, de tal forma que con la suspensión se obtiene exclusivamente la paralización o cesación temporales del comienzo, desarrollo o consecuencias del acto reclamado.

Para que proceda la suspensión es ampliamente conocido que deben satisfacerse los requisitos previstos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, es decir, 1.- Que lo solicite el agraviado; II.- Que no se siga perjuicio de interés social ni se contravengan disposiciones de orden público; y III.- Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

En materia penal tratándose de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal del quejoso, como concretamente podría ser la orden de aprehensión, es indiscutible que procede conceder la medida cautelar, pero deberá atenderse a lo dispuesto en los párrafos cuarto y quinto del artículo 136 de la Ley de Amparo, y por tanto, si la orden de aprehensión se refiere a un delito no grave, el juez de distrito dictará las medidas que estime necesarias para el aseguramiento del quejoso, a efecto de que pueda ser devuelto a la autoridad responsable en caso de no conceder el amparo; pero si el delito a que se refiere la orden de aprehensión reclamada no permite la libertad provisional bajo caución, por tratarse de un delito grave, la suspensión sólo producirá el efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de distrito en el lugar en que deba ser recluido únicamente en lo que se refiere a su libertad personal, quedando a disposición del juez de la causa para la continuación del procedimiento correspondiente.

La concesión de la medida cautelar en los términos antes expuestos, la ponente considera que sería congruente con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 138 de la propia ley que fue adicionado mediante decreto mencionado al inicio de esta ponencia, sólo en los casos de delito grave, porque también podría condicionarse la medida suspensional a que el quejoso compareciera dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa y de no hacerlo dejaría de surtir efectos la suspensión concedida.

Lo que no sucede en el caso de que el delito por el que se hubiere decretado en contra del quejoso la orden de aprehensión reclamada no fuera grave, porque con lo preceptuado en el párrafo que se adicionó al artículo 138 en análisis, es evidente que al imponerse al peticionario de garantías la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa, es incuestionable que sería con el fin de que declarara en preparatoria y se sometiera al término constitucional, en el que, en el caso de que se decretara auto de formal prisión o de sujeción a proceso, originaría consecuentemente un cambio de situación jurídica, actualizándose la causal de improcedencia prevista en la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo, y por tanto, no se estaría en aptitud de analizar la constitucionalidad de la orden de aprehensión reclamada, quedando además irreparablemente consumadas las violaciones a las garantías individuales en perjuicio del quejoso.

Y aun cuando en la iniciativa de la reforma en cuestión se dijo que lo anterior, no implica la indefensión del inculpado, pues éste continúa disfrutando de los beneficios que tiene al promover el juicio de amparo contra la orden de aprehensión, como son las medidas cautelares del incidente de suspensión y la posibilidad de promover un nuevo juicio de garantías contra el auto de término constitucional, sin embargo, el legislador debió considerar que al obligarse al quejoso a comparecer en el término de tres días ante el juez de la causa, la medida cautelar, sobre todo cuando la orden de aprehensión no ha sido ejecutada, realmente no le beneficia, porque se reitera, que con motivo de esa delegación que se le impone, necesariamente se originará el sobreseimiento en el juicio de garantías, y nunca será factible que se analice la constitucionalidad de ese acto reclamado, el cual en el caso de ser ilegal, procedería la concesión del amparo, y se le evitaría al quejoso la obligación de comparecer ante el juez del proceso, con la consecuente molestia para su persona, sobre todo si realmente no cometió el hecho ilícito que se le imputa, de tal manera que aun cuando la figura de la suspensión no deba ser instrumento para burlar a la justicia penal, como se expuso en la iniciativa de la  reforma  en análisis, sin embargo, tampoco debe ser un medio que permita y provoque inevitablemente el sobreseimiento del juicio de garantías, pues no se debe olvidar que en el último párrafo del artículo 124 de la propia Ley de Amparo, se establece que "El juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio", lo cual no se cumple cuando con tales medidas se origina el sobreseimiento del juicio, por lo que este precepto evidentemente se contrapone con lo establecido en el segundo párrafo con el que se adicionó el artículo 138 de la propia ley. 

Por lo anterior, la ponente estima que en todo caso, el legislador debió tomar en consideración al aprobar esa reforma a la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, que no puede darse el mismo tratamiento a la persona que comete un delito considerado como grave, pues es indiscutible que en estos casos el delincuente procurará todos los medios necesarios para evadir la acción de la justicia, y por ello, dada la naturaleza de esos delitos, la concesión de la medida cautelar sí debe ser muy restringida y condicionada, en cambio, tratándose de un delito no grave, en virtud de que el indiciado tendría derecho a la libertad provisional bajo caución, existe menos posibilidad de que se sustraiga de la acción de la justicia, de tal manera que en estos casos no es factible considerar que la suspensión pueda servir como instrumento para burlar a la justicia penal.

Por lo anterior, la ponente considera que fue desafortunada la adición del segundo párrafo al artículo 138 de la Ley de Amparo, en los términos en que se aprobó por el Congreso de la Unión, pues se reitera que, en todo caso, se debió establecer que cuando se conceda la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecte la libertad personal, y se trate de delito grave, el quejoso tendrá la obligación de comparecer dentro del plazo de tres días ante el juez de la causa o el ministerio público y, en caso de no hacerlo, dejará de surtir efectos la suspensión concedida; excluyéndose así a los quejosos, a los que se les atribuya la comisión de delitos no graves.

MARIA EUGENIA
MARTÍNEZ CARDIEL

REFORMAS A LA LEY DE AMPARO

Es incuestionable que el dinamismo propio de la ciencia del derecho, de igual manera que la vida del ser humano en sociedad, implican cambios constantes, debido a lo cual debe ser obligación del legislador responsable, emitir las normas jurídicas que deben regir el estado de derecho para mantenerlo actualizado.

A pesar de lo evidente y necesaria que resulta ser la actualización de las leyes a la situación presente que guarda la sociedad mexicana, todas las autoridades que intervienen en el proceso legislativo, parece que han olvidado este aspecto y en nuestra legislación cada día crece el número de preceptos legales que ameritan con urgencia ser objeto de modificación.

Esta necesidad está presente en las diversas ramas del derecho que regulan nuestra conducta, pero ante lo basto que sería apuntar todas las reformas que se requieren, sólo me concretaré a reflexionar sobre lo que considero, cualquier integrante del Poder Judicial de la Federación desearía hacerle saber a las autoridades que intervienen en el proceso de elaboración de las leyes federales en México, si tuvieran oportunidad.

Suponiendo que este medio llegara a esas autoridades legislativas, se les podría decir:

Señores, me gustaría comentarles que el juicio de amparo es la institución que vela por el respeto de las garantías individuales que consagra nuestra Constitución y, es por ello que la Ley de Amparo que lo regula tiene gran importancia.

Los órganos que nos encargamos de resolver las peticiones de amparo, cada día encontramos mayores dificultades para lograr un eficiente control de la constitucionalidad de los actos de autoridad, debido a que las disposiciones legales que norman al juicio de garantías han permanecido inmutables en muchos aspectos y durante muchos años, aun cuando la evolución de la realidad social es una constate.

Señores que pueden formular iniciativas de leyes, aprobarlas, publicarlas y ponerlas en vigor, podría elaborarse un erudito análisis de lo obsoleto de un gran número de artículos de la Ley de Amparo, sin embargo, tal vez enmascarados en profundos análisis, en terminología jurídica rebuscada y en aspectos teóricos y doctrinarios, inteligibles sólo para sabios del derecho, no quedaría claro lo urgente que es reformar a la Ley de Amparo, por ello prefiero señalarles, algunos de los problemas que a diario nos enfrentamos por carecer de preceptos claros, congruentes, sin lagunas y actualizados.

Señores, si alguien les adujera que un recurso de queja apoyado en la fracción Xl del artículo 95 de la Ley de Amparo fue interpuesto extemporáneamente. ¿Cómo decidirían la cuestión si el artículo 97, fracción IV, de ese ordenamiento legal señala un término y el artículo 98 indica otro diferente?.

Señores, cuando el texto de una ley aprobada por ustedes es publicada con algún error, una fe de erratas resuelve el problema, en cambio un juzgador del Poder Judicial de la Federación no tiene a su alcance disposición legal aplicable que le faculte para aclarar una sentencia. ¿Qué hacer entonces si se advierte un error en una resolución?.

Señores, consideran que podrían hacer cumplir algunas de sus determinaciones, apercibiendo con emplear como medios de apremio la imposición de una multa de un peso. Aunque parece broma, esa es la posibilidad de que dispone el Poder Judicial Federal, al aplicar supletoriamente el artículo 59, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, que aunque hace referencia a mil pesos, debemos recordar que por disposición legal se quitaron tres ceros a las cantidades de pesos citadas en las leyes. ¿No sería conveniente incluir en la Ley de amparo medidas de apremio que realmente tiendan a lograr el cumplimiento de ciertas determinaciones?.

Señores, sería posible que solucionaran establecer los días inhábiles para realizar actuaciones judiciales, si el artículo veintitrés de la Ley de Amparo y el ciento sesenta y tres de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación no son coincidentes en todos ellos. A diario tenemos que hacerlo en el Poder Judicial Federal, para determinar la oportunidad de muchas promociones, por no disponer de leyes uniformes.

Señores, las resoluciones dictadas en materia agraria eran impugnables, en términos generales, a través del amparo indirecto cuya competencia corresponde a los jueces de Distrito, por esa razón el libro segundo de la Ley de Amparo contiene las disposiciones aplicables a esa clase de juicios de amparo. Con motivo de las reformas hechas en mil novecientos noventa y dos al artículo veintisiete constitucional las sentencias que resuelven controversias agrarias podrán ser atacadas, en su mayor parte, mediante amparo directo que se tramita y resuelve en Tribunales Colegiados.

Era de suponerse que ante esa situación, el citado libro segundo fuera reformado para regular el procedimiento del amparo en vía directa, pero han transcurrido más de siete años y nada se ha hecho para que los Tribunales Colegiados cuenten con los preceptos legales adecuados para emitir sus ejecutorias en esa materia.

A pesar de esa falta de uniformidad cada período de sesiones del Congreso de la Unión, o no se tienen noticias del problema o se le ignora o se elude, pero no se plantean las reformas conducentes.

Entonces, los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, con normas relativas a amparo indirecto, tenemos que dictar sentencias en vía de amparo directo, pues el impartidor de justicia no puede dejar de resolver las controversias agrarias con la justificación de que las normas jurídicas son obsoletas.

¿Cómo dar un argumento basado en la inoperancia de las leyes para no dictar sentencia? Es incuestionable que no lo podemos hacer.

Señores, es posible que ante el avance tecnológico y científico de este fin de siglo, la Ley de Amparo siga estimando como los medios más rápidos para comunicar sus proveídos y sentencias del correo y telégrafo, a pesar de la existencia de otros medios mucho más eficientes, pero sin posibilidad de ser usados, aún en casos urgentes, por falta de normas jurídicas que así lo permitan.

En fin, la lista de ejemplos que justifican plenamente una reforma integral a la Ley de Amparo es tan extensa que haría interminable esta ponencia, por lo que sólo quisiera dejar aclarado que, deseo que quienes tienen la posibilidad de hacerlo, promuevan las reformas a que me he referido para lograr un eficiente juicio de amparo, o bien, permitan al Poder Judicial Federal plantear esas iniciativas y no sólo emitir tesis jurisprudenciales para estar en aptitud de superar las deficiencias de la actual Ley de Amparo.

Para terminar, señores legisladores, el Poder Judicial Federal a pesar de todo, continúa haciendo su mejor esfuerzo porque la sociedad se vea protegida por esta hermosa figura jurídica que es el juicio de amparo.

MARIO PÉREZ DE LEÓN ESPINOSA

PROPUESTA PARA INCLUIR EN LA LEY DE AMPARO LA REGLAMENTACIÓN EN EL SENTIDO DE QUE LA DEMANDA DE GARANTÍAS DEBE ESTAR SIGNADA POR EL  ABOGADO QUE  PATROCINA AL  QUEJOSO.

Para desarrollar el tema,  es preciso transcribir los artículos 3o bis, 81, y 103, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107, constitucionales, los cuales son del tenor literal siguiente: 

Art. 3o Bis.- Las multas previstas en esta ley, se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizar la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

Art. 81.- Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tornando en cuenta las circunstancias del caso.

Art. 103.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

El órgano jurisdiccional que deba de conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario.

Como se advierte de la lectura de estos preceptos legales, tienen íntima vinculación con el tema de que trata este trabajo, pues las tres disposiciones legales contemplan la posibilidad de imponer una multa al quejoso, o al recurrente, a sus representantes, en su caso, a su abogado, o a ambos, cuando en el juicio de amparo se dicte el sobreseimiento, se niegue la protección constitucional, o desista el quejoso, si se advierte que se promovió el juicio con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas, o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, y tratándose del recurso de reclamación, si se interpuso sin motivo, y en ambos casos, si el infractor actuó de mala fe, según apreciación de la autoridad que conozca del juicio constitucional.

Conviene precisar, que la mala fe que se requiere en el infractor (quejoso, recurrente, sus representantes, o su abogado), y a la cual hace referencia el segundo párrafo del articulo 3o Bis de la Ley de Amparo, según se puntualizó en el dictamen de las Comisiones Unidas Primera de Justicia y Primera Sección de Estudios Legislativos, de dieciséis de diciembre de 1983, en donde se discutió la modificación de los montos de las multas, propuestas en la iniciativa Presidencial respectiva, tuvo por objeto evitar la practica viciosa de algunos litigantes que acuden al amparo con fines dilatorios; pero, a la vez, se procuró no desalentar a los gobernados para el ejercicio de la acción de amparo, ni para la interposición de los recursos, así como tampoco sancionar con multas a los agraviados de bajos ingresos.

Siendo así, la práctica ha demostrado que la finalidad perseguida con esa reforma legal, no ha alcanzado el éxito deseado, porque se advierte que el litigante que formula la demanda de amparo, en favor del quejoso, a sabiendas de que se va a concluir con un sobreseimiento, por ser indefectiblemente improcedente la acción constitucional, porque muchas veces ya ha existido con antelación otro juicio de amparo promovido por el mismo quejoso, cuestionando el mismo acto reclamado, de iguales autoridades responsables; o bien porque es notoriamente extemporánea su promoción, o lo que es aún más grave, en ocasiones se presenta el amparo con el único objeto de entorpecer la ejecución de una sentencia definitiva que ha alcanzado la autoridad de cosa juzgada, pues respecto de ella, ya se agotó el juicio correspondiente en todas sus instancias, e incluso la sentencia ya ha sido materia de examen en un juicio de amparo directo; sin embargo, a través de un nuevo juicio de amparo indirecto promovido por quien, en ocasiones se dice tercero extraño (muchas veces sin serlo), cuestiona que debió ser llamado a ese juicio, y de esta manera, al obtener del Juez de Distrito la suspensión del acto reclamado, con una garantía que resulta muy cómodo entregarla por el quejoso, ya que luego vendrá la práctica de acciones dilatorias a fin de retrasar la resolución final del juicio en primera instancia, dentro del breve término en que debe pronunciarse conforme a la ley, y para ello, se invocará por el impetrante la necesidad de desahogar pruebas fuera del lugar del juicio, y se propondrán otras a sabiendas de que son totalmente improcedentes, con el objeto de que sean desechadas, y así dar paso al recurso de queja, con el cual, se logrará la suspensión del procedimiento hasta que este medio de impugnación sea resuelto, y así sucede que al llegar finalmente al momento de dictarse la sentencia, el juzgador constitucional se encontrará con que, aún justificado plenamente que el juicio de garantías se promovió con la deliberada intención de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado, o de entorpecer la ejecución de la resolución respectiva, estará imposibilitado para imponer alguna sanción al quejoso, porque éste, en ejercicio legítimo de su propio derecho, habrá señalado los estrados del juzgado para oír sus notificaciones, y así, aun cuando se le imponga alguna multa, la autoridad exactora estaría imposibilitada para hacerla efectiva; y por cuanto a su abogado, éste conocedor del derecho, se habrá escudado en el anonimato para evitar cualquier sanción a su conducta, falta de ética profesional, al promover un juicio que de antemano sabia estaba destinado al sobreseimiento, por actualizarse algunas de las causales que al efecto establece el artículo 73, de la Ley de Amparo, y así, impunemente podrá seguir aconsejando a los quejosos que usen el juicio de amparo como medio para entorpecer la pronta administración de la Justicia tutelada por el articulo 17 Constitucional.

En términos semejantes acontece cuando el abogado que patrocina al quejoso, sabe anticipadamente, que el acto dictado por la autoridad responsable, se encuentra perfectamente ajustado a la ley que lo rige, y por ende, que no infringe ninguna garantía tutelada a favor del quejoso, y no obstante, con el objeto de retrasar la resolución del asunto intenta el juicio de garantías en el que, sin poder cuestionar alguna ilegalidad del acto, se concreta a expresar a manera de conceptos de violación, los antecedentes del juicio natural, la forma en que se han desahogado las pruebas, transcribirá las sentencias de primera y segunda insancias, así como el contenido íntegro de los artículos 14 y 16 constitucionales, y con ello, después de diez hojas o más, se concretará a pedir que le sea concedida la protección constitucional al quejoso.

En esas circunstancias, resultará notorio la mala fe del peticionario de garantías, que en realidad debe ser la del abogado que lo induce a la conducta procesal que observó en el trámite del juicio de garantías, que es el único dato objetivo que puede tomar en cuenta el juzgador para determinar la buena o mala fe en un procedimiento, y de esta manera, si el quejoso no señala su domicilio particular, sino sólo los estrados del tribunal para oír notificaciones, difícilmente podrá ser objeto de una multa en los términos de las disposiciones legales antes transcritas; y en cuanto a su abogado, en esas ocasiones cuidará de no aparecer como tal en la demanda de garantías, y para ello bastará no proporcionar su nombre y menos su domicilio, para no ser objeto de  alguna sanción, toda vez que esto último no lo exige la actual Legislación de Amparo. 

Lo propio acontece, en términos más o menos semejantes, cuando el quejoso hace valer el recurso de reclamación, contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los Presidentes de sus Salas, o de los Tribunales Colegiados de Circuito, pues en esta hipótesis se considera que el recurso fue interpuesto sin motivo, y que se actuó de mala fe, entre otros supuestos, cuando los agravios sean notoriamente inoperantes porque no combaten las resoluciones del acuerdo reclamado, lo que genera  que  resulte  notoria  la  interposición  del  recurso para  retardar innecesariamente la resolución definitiva del asunto, como lo ha considerado el Tribunal Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis XXV/89, aprobada en sesión celebrada el jueves dieciocho de mayo de mil novecientos ochenta y nueve, por unanimidad de votos, que es del tenor literal siguiente:

"MULTAS  EN  EL  RECURSO  DE  RECLAMACION. "PROCEDE IMPONERLAS CUANDO SE INTERPONE "SIN MOTIVO Y CON MALA FE.  De acuerdo con lo "dispuesto por los artículos 3o. bis y 103 de la Ley "de Amparo, procede imponer una multa al "recurrente o  su apoderado, a su abogado, o a "ambos, cuando de las circunstancias del caso se "advierten elementos suficientes para considerar "que el recurso fue interpuesto sin motivo y que se "actuó de mala fe; lo cual sucede, entre otros "supuestos, cuando los agravios son notoriamente "inoperantes porque no combaten las "consideraciones del acuerdo reclamado y a la vez, "resulta notorio que la interposición de recurso "busca retardar innecesariamente la resolución "definitiva". Consultable en el IUS 8, con el registro número 205,969.

Precisado lo anterior, aun en el supuesto de que en las hipótesis referidas, el quejoso haya señalado perfectamente bien su domicilio particular y no exista constancia de que se trata de una persona de bajos ingresos, lo que puede motivar sea sujeto de la imposición de una multa por promover el juicio de amparo con el solo objeto de retrasar la resolución del asunto, o al intentar el recurso de reclamación sin motivo, cabe hacerse la siguiente interrogante:

¿Hasta qué punto será correcto sancionar a los quejosos con las multas previstas en los artículos 3o bis, 81, y 103, de la Ley de Amparo, por haber incurrido en una conducta que dada su ignorancia del derecho, es tomada por el asesoramiento del abogado que formuló la demanda de garantías, y así, después de sufrir el engaño de éste, porque no podrá obtener resolución favorable en el juicio de amparo, después de haber realizado el pago de unos honorarios mal devengados, todavía se le suma a su cargo la multa que le imponga el órgano de control constitucional, por la mala fe demostrada al acudir al juicio de amparo, o bien por hacer valer el recurso de reclamación, expresando conceptos de violación o agravios, según el caso, que sean notoriamente inoperantes, y que demuestran sólo su conducta de retrasar innecesariamente la resolución definitiva del asunto de donde emana el acto reclamado?.

¿Qué acaso con ello, no se causa mayor perjuicio al quejoso, quien sin advertir la mala conducta del abogado que lo patrocina, pierde la fe en la institución a la que en última instancia puede acudir en busca del respeto de sus garantías individuales?.

Siendo así, se advierte que la intención legislativa plasmada en el texto de los preceptos legales al inicio transcritos, no  ha logrado en lo absoluto evitar la práctica viciosa de muchos litigantes que, sin ningún escrúpulo inducen a sus clientes a formar parte como quejosos y acudir al juicio de amparo con fines únicamente dilatorios, induciéndolos a conductas que denotan mala fe, y que finalmente pueden ser sancionadas, pero que no podrán repercutir en ellos, porque no existe actualmente la obligación legal de que impriman su nombre, su número de cédula profesional y su firma que avale y respalde la solicitud del quejoso, que demanda el amparo y protección de la Justicia Federal, y así, en tanto cobren honorarios, evaden la responsabilidad que el ejercicio de todo derecho legítimo lleva implícito cuando éste no se ejerce en los términos y con las condiciones que fijan las leyes respectivas, y lejos de coadyuvar por el respeto a las garantías constitucionales en favor del quejoso, lo alientan a introducirse en un litigio constitucional en el que finalmente no sólo no obtendrán ningún beneficio, sino que por el contrario podrán resultar sancionados por culpa del mal asesoramiento jurídico que tengan.

Planteada de esta manera la problemática actual que se vive con la aplicación de las disposiciones legales de los artículos 3º. bis, 81, y 103 de la Ley de Amparo, lo cual ha sido comprendido por los juzgadores de amparo, y ello ha ocasionado que en muy contados casos se imponga la multa correspondiente al quejoso, permite sostener que es necesaria una reforma a la Ley de Amparo, a fin de suprimir las multas de que se trata y que puedan imponerse al quejoso, prevaleciendo las que corresponden imponer, y quizás con mayor severidad, al abogado que lo patrocine; empero, para ello, es menester también adicionar la Ley de Amparo para establecer que toda solicitud de garantías, requiere que el quejoso esté patrocinado por un licenciado en derecho, esto es, por un profesional capacitado legalmente para proveer a la defensa y el respeto de las garantías individuales de su cliente, quien deberá autorizar con su firma, la promoción respectiva, citando el número de su cédula profesional, la cual de encontrarse registrada en el órgano de control constitucional respectivo, habrá de señalar el dato relativo, y así, no será necesario que acompañe copia certificada de la misma, lo que sí requerirá, en caso contrario; en el entendido de que deberá continuar con el patrocinio del negocio hasta su conclusión, debiendo señalar además su domicilio.

De esta manera, se busca que la solicitud de amparo esté formulada por quien tenga la aptitud legal de saber orientar al quejoso, acerca de la necesidad o no de acudir a ese medio extraordinario de defensa, si acaso el acto de la autoridad resulta violatorio de garantías en perjuicio de su cliente.

La modificación propuesta podría cuestionarse diciendo que atenta contra el derecho de petición previsto por el artículo 80 constitucional que establece la posibilidad de dirigirse a cualquier funcionario o empleado público de manera pacífica y respetuosa, y que a tal solicitud deba recaer un acuerdo escrito, el que debe hacerse del conocimiento en breve término al peticionario, sin embargo, tal garantía constitucional no puede interpretarse en el sentido de que el peticionario pueda dejar de cumplir las formalidades y requisitos que establezcan las leyes, en la especie sería la Ley de Amparo.

Además, no puede señalarse que el requerimiento de que una demanda de amparo vaya firmada por un abogado titulado, se necesite disponer de recursos económicos suficientes para pagar a quien lo patrocine, porque teniendo el estado a su cargo la administración de justicia en forma gratuita como lo establece el articulo 17 constitucional, también el propio estado ha tomado la preocupación de establecer instituciones de carácter público que prestan servicio de asesoramiento jurídico en forma gratuita, y no sólo eso, sino que también existen instituciones de derecho privado, dedicadas al mismo fin. De esta manera, se pueden citar dentro de los primeros, al Instituto Federal de Defensoría Pública, a la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, a la Procuraduría Agraria, a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, a la Procuraduría del Ciudadano (como se denomina a la Defensoría de Oficio en el Estado de Puebla); así como dentro del segundo grupo, encontramos los Bufetes Jurídicos Gratuitos de diversas instituciones de educación superior que están siempre respaldados por abogados titulados. De esta manera no podría decirse que las personas de bajos recursos económicos no tendrían acceso a la protección de las garantías individuales. 

Tampoco podría señalarse que con las reformas propuestas, se prohibe el derecho de autodefensa, sino que por el contrario, la pretensión buscada es precisamente que la defensa del gobernado sea adecuada al último nivel que tiene para la protección de sus garantías individuales. Al respecto, conviene recordar para hacer un símil, que tratándose de la medicina, estando elevado a rango constitucional el derecho a la salud pública, se encuentra que en las farmacias existe cierto tipo de medicamentos, cuya venta requiere necesariamente de una receta médica expedida por un profesionista legalmente registrado ante la Secretaria de Salud Pública  quien para ello debe acreditar tener los conocimientos suficientes por haber cursado la carrera profesional correspondiente. De ahí que, si lo que se busca a través de la medicina es que no se cause un daño a la persona por autorecetarse, de la misma manera se buscará en el derecho, que el quejoso que puede resentir la violación a sus garantías individuales, pueda obtener su tutela a través de estar legalmente patrocinado por quien pueda, en forma capaz y responsable, conducirlo en el ejercicio del derecho de petición que estará expedito para que obtenga el respeto a sus garantías individuales.

Por otro lado, la garantía de defensa que consagra el artículo 14 constitucional, no debe entenderse otorgada en forma ilimitada, sino con sujeción al respecto de otras normas constitucionales de igual jerarquía que tiendan a lograr un justo equilibrio entre la agilización de la administración de justicia y la seguridad jurídica de las partes en el proceso, lo cual podría lograrse con mayor éxito, mediante la inclusión en la ley reglamentaria de que se trata, del requisito anotado para la admisión y procedencia del juicio constitucional.

Además, se busca que la garantía de audiencia y defensa establecida en el precitado precepto constitucional, sea adecuada y oportuna para la defensa del gobernado, pues en la medida en que se encuentre debidamente patrocinado por un profesionista del derecho, podrá hacer los planteamientos adecuados en defensa de sus intereses, aportar y rendir las pruebas que estime pertinentes y convenientes, de tal suerte que no sea la falta de un debido asesoramiento jurídico la causa que origine que quede indefectiblemente en estado de indefensión, al no lograr la protección constitucional por haberse realizado un mal planteamiento en la demanda de garantías.

En otro aspecto, la  reforma  propuesta no implicaría contravenir el artículo 17 constitucional, dado que no se impediría al afectado obtener la actividad jurisdiccional, porque sólo se condicionaría que su solicitud se encause por los medios que el propio Estado pone al alcance del gobernado para la tutela de sus intereses, es decir, que como se ha visto, el propio Estado se ha preocupado por poner al alcance del gobernado instituciones de carácter público que sin necesidad de pagar algún precio por sus servicios, otorgan de manera gratuita el asesoramiento para garantizar la tutela de los derechos en general y en especial para la salvaguarda de las garantías individuales. 

Atento a los razonamientos antes expresados, se considera que la reforma propuesta tiende a garantizar al quejoso que sus solicitudes de amparo puedan llevar un mayor grado de posibilidad de obtener resolución favorable, dado que si el abogado a quien consulten para el patrocinio de la defensa de sus intereses, advierte la ineficacia de solicitar la protección constitucional, bien por existir alguna causal de improcedencia o, en su caso, por no advertir la violación de alguna garantía constitucional, deberá hacérselo saber de esa manera, y no darle falsas expectativas de obtener algo que ya de por sí se encuentra perdido y con ello se evitará que quien acude al juicio de garantías no sólo se vea desalentado con una resolución contraria a sus intereses, sino que también pueda ser sujeto de una multa por una conducta que en realidad no le es imputable, y sí por el contrario, permitirá, al verdadero responsable de esa práctica indebida, sea sancionado como en derecho corresponda.

ERIC ROBERTO SANTOS PARTIDO.

AMPARO DIRECTO ADHESIVO

INTRODUCCIÓN

En mil novecientos ochenta y ocho, con la reforma a la Ley de Amparo, se modificó, entre otros, su artículo 83, para incluir el Recurso de Revisión Adhesivo, en los siguientes términos: “... En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste."

En la parte conducente de la exposición de motivos de dicha reforma, se manifestó que “Entre estas importantes aportaciones, son especialmente relevantes: ... La adición del párrafo final del artículo 83 para establecer la posibilidad de adhesión a la revisión interpuesta, sin la cual, en algunos casos, se colocaba en indefensión a la parte que había obtenido sentencia favorable de primera instancia."
La citada modificación al artículo 83, constituyó un avance importante respecto del juicio de amparo, toda vez que tal como lo señala la parte transcrita en el párrafo que antecede de la exposición de motivos, en muchos casos se colocaba en estado de indefensión a quien había obtenido una sentencia favorable, toda vez que se encontraba imposibilitado legalmente, para acudir ante el Tribunal que conociera del recurso de revisión, a efecto de defender algún derecho que se le hubiere violado, ya que únicamente podía interponer dicho recurso, la parte a la que perjudicara el acto recurrido, con lo que si en segunda instancia, obtenía resolución favorable, la misma, al convertirse en cosa juzgada, ya no podía ser modificada, por lo que se dejaba en estado de indefensión, como ya se dijo, a aquél que en primer término obtuvo sentencia favorable.

Ahora bien, los magistrados integrantes del Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, consideramos que por las mismas razones por las que se incluyó el recurso de revisión adhesivo, se debe incluir el juicio de amparo directo adhesivo, toda vez que en la práctica de la administración de justicia, hemos advertido que al no estar prevista dicha figura, en muchas ocasiones se deja en estado de indefensión a la parte que obtuvo sentencia o laudo favorable, en caso de que exista una violación que no puede combatir, por el hecho de que sólo está legitimado para acudir al juicio de garantías, la parte a quien le causa perjuicio el acto reclamado, o bien, implicaría una excesiva dilación en la resolución definitiva del conflicto.

En esa virtud, en el presente trabajo, se expresan los motivos y razones, por las que consideramos necesaria la inclusión en la Ley, del amparo directo adhesivo, y proponemos las reformas a la Constitución Federal y a la Ley de Amparo, para tal efecto.

DE LA NECESIDAD DE INCLUIR EL AMPARO DIRECTO ADHESIVO EN LA LEGISLACIÓN.

Como es sabido, el juicio de amparo directo, es aquél que procede en contra de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin a un juicio, respecto de los cuales, no proceda ningún recurso ordinario mediante el que puedan ser modificados, por violaciones cometidas en ellos o dentro del procedimiento, que trasciendan al resultado del fallo.

Dicho juicio, sólo puede ser promovido por la parte a la que perjudique la sentencia, laudo o resolución, ya que en términos del artículo 73 fracción V de la Ley de Amparo, "El juicio de amparo es improcedente: ... V. - Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso.", ya que se considera que lo que causa agravio es la resolución que puso fin al juicio, y en consecuencia, si una parte obtuvo sentencia favorable, es lógico pensar que, a pesar de que hubiera existido alguna violación durante el procedimiento, ella no le causó perjuicio alguno.

Por otra parte, para una mejor comprensión del presente problema, es conveniente destacar que, salvo el caso previsto en la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, que se refiere a las resoluciones sobre constitucionalidad de leyes, contra las ejecutorias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, no procede recurso alguno; esto es, que se convierten en la verdad legal.

Ahora bien, tal como está regulado el juicio de amparo directo en el artículo 107 constitucional y en la vigente Ley de Amparo, no está contemplada la adhesión a dicho juicio constitucional, por parte del tercero perjudicado, lo que estimamos que es una gran laguna, por los siguientes motivos: 

En primer término, debido a la firmeza de las ejecutorias dictadas con motivo de un juicio de amparo directo, ya que éstas no pueden ser modificadas (con la salvedad manifestada en párrafos anteriores) mediante algún ulterior recurso, en el supuesto de que al dictar una ejecutoria de amparo, el Tribunal Colegiado correspondiente, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación en caso de que ejercite la facultad de atracción, determinen que es procedente conceder el amparo solicitado, el tercero perjudicado, a quien el acto reclamado beneficiaba, está jurídicamente imposibilitado para impugnar las posibles violaciones que se hubieran cometido en ese acto, o durante el procedimiento, con lo que puede dejársele en estado de indefensión.

Para ejemplificar lo anterior, un caso que frecuentemente se presenta, es en aquellas ocasiones en que existe una violación procesal, tal como el desechamiento de una prueba de quien a la postre obtuvo sentencia favorable, y en consecuencia, no está legitimado para promover el juicio de amparo directo, sin embargo, su contraparte sí acude a dicho juicio, y en él se determina que se deje insubsistente el acto reclamado y se dicte una nueva sentencia o laudo, en la que siguiendo los lineamientos de la ejecutoria de mérito, se considere que es el quejoso quien acreditó la procedencia de sus acciones, sin haberse considerado la existencia de violaciones a las garantías individuales de la contraparte.

En el supuesto anterior, la violación en contra de los intereses del tercero perjudicado, no pudo ser combatida, por lo que a pesar de que el procedimiento adolecía de un vicio que perjudicó a la parte que originalmente obtuvo sentencia favorable, ésta no pudo atacar tal vicio, y se le dejó en estado de indefensión.

Como el ejemplo anterior, se pueden mencionar muchos, como pueden ser aquéllos en que al momento de dictar sentencia no se valoró una prueba, o que la responsable no estudió todas excepciones hechas valer, o no consideró todos los hechos controvertidos, etcétera, y no obstante ello, la parte a quien perjudican tales omisiones, obtiene fallo a su favor; sin embargo, en el juicio de amparo directo, se resuelve en cuanto al fondo, en su contra, y como dicha ejecutoria es inatacable, las violaciones cometidas en la sentencia que constituyó el acto reclamado, no pueden ya hacerse valer, con lo que se le dejaría en absoluto estado de indefensión.

Igualmente ocurre que se dicte una ejecutoria para efectos de reponer un procedimiento en el que existiendo violaciones en contra del tercero perjudicado, no se han impugnado, ya que el juicio de amparo directo, sólo se ocupa de los conceptos de violación, y de ellos se desprendió la existencia de violaciones hechas valer por el quejoso; en consecuencia, podría ocasionarse una excesiva dilación en la resolución del conflicto, ya que será hasta que se dicte una sentencia que perjudique los intereses de quien, en el juicio de amparo fue tercero perjudicado cuando se estaría en aptitud de combatir las violaciones procesales que le afectaron.

Así, de permitirse a la contraparte adherirse al amparo promovido por quien perdió en el juicio original, podría, en la misma sentencia o ejecutoria, la autoridad que conozca del amparo directo, estudiar y resolver todas las violaciones que en ese momento se presentaran, evitando así, una serie de juicios de amparo, con el correspondiente perjuicio económico para las partes, y mayor carga de trabajo para los propios Tribunales, en detrimento, incluso, de la garantía individual consagrada en el artículo 17 constitucional, consistente en la expedita impartición de justicia.

Por último, es conveniente apuntar que la eficacia del amparo directo adhesivo que se propone incluir en la Ley de Amparo, dependería de que en caso de que existan violaciones a las garantías individuales, las mismas deban combatirse de manera conjunta con el amparo directo promovido, de lo contrario, se entenderían consentidas. Esto se justifica debido a que, si adherirse al amparo de la contraparte fuera potestativo. la parte que decide no promover tal figura, podría retardar el procedimiento. pues tendría la seguridad de que existe una violación que está latente, y en caso de que se dicte una resolución que sea contraria a sus intereses, la haría valer, lo que sería tanto como que el Tribunal que resolvió el primer amparo, tenga que estudiar de nueva cuenta el negocio, situación que hubiera podido hacerse en la primera ocasión, y se evitaría el retardo en la solución del conflicto.

CONCLUSIONES

Resulta necesario incluir el amparo directo adhesivo, para el efecto de evitar que se pueda dejar en estado de indefensión a la parte que, no obstante que existen violaciones en su contra, obtuvo una sentencia a su favor, ya que al acudir como tercero perjudicado al juicio de amparo directo, está imposibilitado para hacer ver tales violaciones a la Autoridad Federal.

Por las razones expuestas, proponemos que se realicen las siguientes adiciones y reformas:

1.- Artículo 107 fracción III de la Constitución:

Dice: "Cuando se reclamen actos de Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes: a), b), c), …”

Adicionar:

“d) En el caso del inciso a) anterior por la adhesión del tercero perjudicado al juicio promovido por el quejoso.”

2.- Ley de Amparo:

Artículo 73 fracción XII.-

Dice: “Contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los artículos 21, 22 y 218.”
Adicionar:

o por la falta de adhesión al juicio de amparo, en el caso del artículo 158, tercer párrafo. (cuya modificación se propone adelante).

Artículo 158, adicionar un párrafo tercero:

“El tercero perjudicado podrá adherirse a la demanda de amparo promovida por el quejoso, para el efecto de hacer valer las violaciones procesales o de fondo en que haya incurrido por la autoridad responsable, aun cuando no le causen perjuicio inmediato. La adhesión deberá promoverse en el término de quince días hábiles, contados a partir de la fecha en que se le notificó la interposición de la demanda de amparo.”

Artículo 161:

Dice: “Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores, sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio,... o al adherirse a dicha demanda.

Artículo 165 BIS:

“El tercero perjudicado puede adherirse al amparo interpuesto. Dicha adhesión deberá presentarse ante la autoridad responsable dentro del termino de quince días, contados a partir de que sea emplazado, expresando los conceptos de violación correspondientes; en este caso la adhesión a la demanda sigue la suerte procesal de ésta.”

Artículo 166 fracción VII, deberá agregarse un tercer párrafo:

El adherente al amparo deberá precisar las violaciones cometidas en su contra que no le paren perjuicio inmediato y los fundamentos y causas de los posibles perjuicios inmediatos y reales que puedan presentarse en su contra en la ejecutoria que se dicte.

Artículo 169, agregar:

Cuando contra una misma resolución se presentasen diversas demandas de amparo, al cumplir con lo dispuesto en el párrafo primero, la autoridad responsable cuidará que todas sean remitidas al mismo Tribunal Colegiado de Circuito, en el caso de la competencia de estos, a fin de que sean vistos por el mismo magistrado relator.

María del Rosario Mota Cienfuegos

LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE EN TODA INSTANCIA, ORDINARIA O CONSTITUCIONAL, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTIÓN DE ORDEN PÚBLICO. (1)

La aseveración que da título a este trabajo expone la manera en que –en mi opinión- se debe entender y se debe aplicar la suplencia de la deficiencia de la queja, pues sólo así quedará satisfecho el interés tutelado por esta institución procesal, cuya atención, antes de las últimas reformas que a este respecto se hicieron a la Ley de Amparo (2), se encontraba prevista como una facultad discrecional del juzgador de amparo en materia penal y en favor de la parte obrera en materia laboral, y sólo se preveía como obligatoria cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte o cuando figuraran como quejosos los menores de edad o incapaces (3), así como en materia agraria en los juicios en que eran parte, como quejosos o como terceros, los medios de población ejidal o comunal, los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos a quienes pertenecían a la clase campesina (4).

La Reforma de 1986, con buen criterio, estableció como obligatorio, para las autoridades que conozcan del juicio de amparo, suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, en los siguientes casos: "Art. 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.- III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.- IV.- En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. V.- En favor de los menores de edad o incapaces. VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa" (Texto vigente a partir del 4 de junio de 1986).

Así mismo, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 1995, estableció la suplencia de la deficiencia de la queja en el dictado de las resoluciones que se emitan, tanto en la acción de controversia constitucional como en la de inconstitucionalidad (5).

Ahora bien, para entender y aplicar una institución, es menester entender su razón de ser, y si se ven los supuestos bajo los cuales ha venido operando la suplencia de la queja, se aprecia que con ella se busca la preservación de instituciones cuyo resguardo no puede dejarse a la voluntad de su titular, bien porque involucren un derecho fundamental, como es la vida o la libertad, o derechos de trabajadores, ejidatarios, comuneros, menores e incapaces, o bien, facultades de las entidades de gobierno que litiguen la acción de controversia constitucional, o las posturas de las minorías legislativas y demás entidades que pueden plantear acciones de inconstitucionalidad; derechos, facultades o posturas cuyas correspondientes normas  reguladoras  disponen  su  irrenunciabilidad, ampliándose esta situación al derecho del quejoso de no ser sujeto de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte.

Las instituciones a preservarse así, son derechos que trascienden no sólo a la esfera particular de su titular, sino que revisten el orden público en que jurídicamente se sustenta nuestro Estado y sistema de derecho; luego, es claro que buscando un común denominador de los supuestos que originaron instituir la suplencia de la deficiencia de la queja, lo encontramos, precisamente, en ese orden público, y bajo este mismo denominador, por existir la misma razón, debemos entender la operancia de suplir la queja, no sólo bajo los supuestos en que ahora lo exigen los artículos 76 bis, 227 de la Ley de Amparo y 39, 40 y 71 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, pues en todo litigio hay cuestiones, tanto procedimentales como sustantivas, que la ley o la jurisprudencia señalan que revisten carácter de orden público, como es el caso del análisis de los elementos de procedencia de la acción (6), y que, por lo mismo, su vigencia no debe dejarse expuesta a la renuncia expresa de su titular o a la renuncia implícita derivada de una nula o deficiente alegación o actuación en el juicio, por lo que cuando ésta se dé, deberá ser la suplencia de la deficiencia de la queja la que restituya la vigencia de ese orden, en cuya preservación -por ser público- el pueblo está interesado, sin importar la materia sobre la cual se proyecte (7).

El orden público es así -a mi entender- el interés que debe tutelar el legislador, tanto a nivel constitucional, como ordinario, y por ello su atención se debe prever como obligación del juez en todas las materias, pues, incluso, bajo la actual legislación, el supuesto “violaciones manifiestas de la ley, que dejen sin defensa al quejoso", con el cual la fracción VI del artículo 76 de la Ley de Amparo regula uno de los casos en que debe suplirse la deficiencia de la queja, debe entenderse en el sentido de que tales violaciones estén vinculadas con cuestiones, procedimentales o sustantivas, que revistan el carácter de orden público y sólo no habrán de atenderse, cuando el silencio en el juicio afecte derechos renunciables por ser del exclusivo interés particular de quien los ostente o reclama, pues, en este caso, tal silencio o falta de defensa deberá surtir sus consecuencias procesales y sustantivas y no deberá ser objeto de atención en suplencia de queja, toda vez que ese interés particular no se encuentra tutelado por la institución supletoria que se ha tratado.

Tal interpretación la auspicia el imperativo contenido en el artículo 133 de la Constitución General de la República, que, en lo conducente, impone a los jueces del fuero común la obligación de aplicar dicha Constitución y sus leyes reglamentarias, por encima de las leyes estatales, cuando ésta se contraponga a aquellas normas fundamentales (8). Criterio parecido fue atendido por la antes Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aun cuando se vio limitado al caso de controversias civiles en que se involucraron derechos de menores, y se apoyó, sustancialmente, más que en la aplicación del artículo 133 de la Constitución, en la circunstancia de que Ias "normas de la Ley de Amparo no sólo son reglamentarias de los artículos 103 y 107 Constitucionales, sino de todas las garantías individuales y por lo mismo, son de superior jerarquía de las disposiciones del Código Procesal del Distrito y de las Entidades Federativas, debiendo acatarse preferentemente sus preceptos" (9).

Mantener la suplencia de la queja en los ámbitos limitados en que ahora se aplica, lleva a establecer, sin justificación alguna, un orden público "de primera categoría" y un orden público "de segunda categoría". Este último, lo es aquél que, no obstante ser tal, orden público, no merece de especial resguardo por el juzgador, con su correspondiente detrimento.

Por otro lado, justificar lo anterior con el argumento de que implicaría que la pericia del juzgador sustituyera a la del abogado,  solapándose así la abulia y negligencia de éste; esto, no puede ser justificativo de no atender la suplencia de la queja siempre que medie una cuestión de orden público, ya que además de que ésta ya se tutela expresamente en ciertas materias y con esto se puede ya estar propiciando tal abulia e irresponsabilidad, sin embargo, no ha sido obstáculo para suplir la deficiencia de la queja, pues con justa razón se estima que la impericia del abogado no puede provocar el sacrificio del derecho de su cliente y, cabe preguntar, si no debe esto prevenirse en todo litigio?, pues, de no hacerse así, no solamente estaríamos hablando de un orden público de primera o segunda categoría, sino también, de justiciables bajo esa doble e inequitativa clasificación; debe, en todo caso, dejarse al litigante el resguardo de su dignidad profesional al procurar que sus argumentos no requieran de ser reparados por la autoridad judicial.

Se puede entender también que la aplicación que hasta ahora se ha hecho de la suplencia de la queja a favor sólo de ciertos sujetos de la población, corresponde a la necesidad de igualar su status jurídico frente al de contrarios mas poderosos, económica, cultural e intelectualmente hablando, o bien, para salvaguardar derechos fundamentales del hombre como la vida, la libertad, la dignidad; sin embargo, cabe también preguntar, si no en la actualidad esas diferencias de status jurídicos o esa salvaguarda del derecho fundamental a la vida digna, a la libertad física, económica e intelectual, no se presenta también en los litigios de deudores, de inquilinos, de ocupantes, de predios sin título que aspiran a una vivienda indispensable, en los derechos del cónyuge maltratado, del causante ante la autoridad fiscal?; en fin, no hay litigio que no proyecte cuestiones de orden público.

Encuadrar o enlistar, limitadamente, los supuestos de suplencia de la queja, implica discriminación e injustificada desatención de los no incluidos, por lo que ideal sería que se legislara, en rango constitucional, que la suplencia de la queja debe atenderse siempre que se dé una cuestión de orden público, pues además, ello impediría que la jurisprudencia deba de hacer encuadramientos casuistas como el del criterio que se anotó respecto de la obligación de los jueces de los estados de suplir la deficiencia de la queja en asuntos de menores, aun cuando la legislación estatal no lo autorice, por estimarse en dicho criterio que la Constitución regula las garantías individuales y que por ello debe entenderse que las leyes estatales deben acatar lo dispuesto en una ley reglamentaria de nuestra Carta Magna (10).

Lo anterior puede encontrar apoyo en lo dispuesto en el artículo 133 de nuestra Ley Fundamental, que señala el principio de "supremacía constitucional", pero, insisto, tal interpretación se aprecia casuista y, sin duda, cuestionable para algunos escépticos respecto del "control difuso" de nuestra Constitución, que ese precepto auspicia. Lo ideal, como ya señalé, sería elevar a rango constitucional la sencilla regla de que TODO JUZGADOR, EN  CUALQUIER  INSTANCIA  PROCESAL  O COMPETENCIAL,  DEBE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTIÓN DE ORDEN PÚBLICO.

Por último, estimo que la aplicación de la suplencia de la queja no compromete la igualdad procesal de las partes, en virtud de que EL PROCEDIMIENTO NO DEBE APRECIARSE COMO UN MEDIO PARA DILUCIDAR QUIEN LITIGA MEJOR, SINO PARA DEFINIR A QUIEN LE ASISTE EL DERECHO, y esta definición, al darse en un medio que exige que se respete y salvaguarde el orden público, aun supliendo para esto la queja, es indudable que se proyectará mas confiable que la definición que se emite cerrando los ojos ante la vulneración de dicho orden, propiciada por la torpeza o ignorancia de uno de los litigantes. En relación con esto cabe acoger la conclusión a que arriba la Señora Ministra Olga María del Carmen Sánchez Cordero García Villegas, en su ensayo "El principio de estricto Derecho" (11), cuando sostiene: "EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NACE COMO UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL, HOY, DE FORMA DESNATURALIZADA SE HA CONVERTIDO EN LA REGLA GENERAL LO QUE NACIÓ COMO UNA EXCEPCIÓN."

(1) El presente ensayo amplía el publicado por su autor en el Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora, Numero 1. Mayo 1989. Sexta Época. H. Supremo Tribunal de Justicia. Hermosillo, Sonora.

(2)
Decreto de 26 de abril de 1986, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de mayo de 1986, que reformó, entre otros, el artículo 76 y creó el 76 Bis.

(3)
"Art. 76.- Cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte, los funcionarios que conozcan del amparo deberán suplir la deficiencia de la queja, ajustándose a los plazos que señalan los artículos 156 y 182 Bis de esta Ley.

Podrá también suplirse la deficiencia de la queja, en materia penal y la de la parte obrera en materia de trabajo, cuando se encuentre que ha habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo ha dejado sin defensa, y en materia penal, además, cuando se le haya juzgado por una ley que no es exactamente aplicable al caso.

Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los juicios de amparo en que los menores de edad o los incapaces figuren como quejosos" (Texto anterior a la reforma que entró en vigor el 4 de junio de 1986).

(4)
Art. 212 primer párrafo. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios v comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes juicios de amparo.

Art. 27. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios."

(5) Controversia Constitucional.

"Art. 39. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada.

"Art. 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, alegatos o agravios.

Acción de lnconstitucionalidad.

"Art. 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial."

(6) Acción. Estudio Oficioso de su Improcedencia. La improcedencia de la acción por falta de uno de sus requisitos esenciales, puede ser estimada por el juzgador, aun de oficio, por ser de orden público el cumplimiento de las condiciones requeridas para la procedencia de dicha acción". Quinta Época. Tercera Sala, Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, Pág. 11. Tesis No. 3.

(7) "La estimación del orden público puede estar expresamente señalada por la ley, por la jurisprudencia, o por el propio juzgador respecto a la naturaleza de la norma jurídica que deba atender" (Jurisprudencia 193. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación. 1917-1985. Sección Común al Pleno y a las Salas. Pág. 314).

(8) “Art. 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglaran a dicha Constitución, leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.

(9) Séptima Epoca, Tercera Sala, Semanario Judicial de la Federación 175-180 Cuarta Parte. Pág. 178 "Suplencia de la deficiencia de la queja. Los jueces de primer grado y los de segundo deben realizarla en asuntos en los que se controvierten derechos de un menor.- Del estudio sistemático de los artículos 107, fracción II. párrafo cuarto, de la Constitución, 76, párrafo cuarto, 78, párrafo tercero, y 79 de la Ley de Amparo, se infiere que la obligación de suplir la deficiencia de la queja y aportar de oficio las pruebas que se estimen pertinentes, cuando se reclaman actos que afecten derechos de menores o incapaces, así como cuando estos figuren como quejosos, se encuentra dirigida directamente a las autoridades jurisdiccionales que conoce de esa materia en juicio ordinario y en los recursos procedentes, pues además de que en el juicio de amparo el acto reclamado debe examinarse tal y como aparezca probado ante la responsable, lo que impide que en él se recaben nuevas pruebas, las normas de la Ley de Amparo, no sólo son reglamentarias de los artículos 103 y 107 constitucionales, sino de todas las garantías individuales y, por lo mismo, son de superior jerarquía de las disposiciones de los Códigos de Procedimientos del Distrito y de las entidades federativas, debiendo acatarse preferentemente sus preceptos."

(10)
"Idem Número (9), pág 6"

(11) "Revista del instituto de la Judicatura Federal.- Número 4, junio de 1999, Pág. 373-398. Cita en pág. 388, primer párrafo.

Pedro F. Reyes Colín

CONTRADICCIÓN DE TESIS DE LOS TRIBUNALES

COLEGIADOS DE CIRCUITO.

REFORMAS A LA LEY DE AMPARO Y A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN PARA ESTABLECER UN SISTEMA MAS ÁGIL PARA SU RESOLUCIÓN.

Tomando en consideración el gran número de Tribunales Colegiados en el país, lógico es pensar en la posibilidad, muy común, de que tales Órganos Jurisdiccionales sustenten criterios jurídicos contrarios al interpretar una ley en casos específicos.

Ello definitivamente que se traduce en una inseguridad jurídica para los ciudadanos, pues en esencia ignoran cuál es el punto de vista correcto que debió aplicarse en el problema legal que plantearon ante los Tribunales.

Al respecto, como ya sabemos, la Ley de Amparo, en su artículo 197-A, establece: "Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o los Magistrados que lo integren, o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, la que decidirá cual tesis debe prevalecer. El Procurador General de la República, por sí o por conducto del agente que al efecto designe, podrá, si lo estima pertinente, exponer su parecer dentro del plazo de treinta días.- La resolución que se dicte no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios en los cuales se hubiesen dictado las sentencias contradictorias.- La Suprema Corte deberá dictar la resolución dentro del término de tres meses y ordenar su publicación y remisión en los términos previstos por el artículo 195."

Ahora bien, las más recientes reformas constitucionales, en relación al Poder Judicial de la Federación, concretamente las relativas a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, demuestran una clara tendencia a que nuestro Máximo Tribunal conozca sólo de cuestiones constitucionales, es decir, cuando se combatan leyes o reglamentos que se consideren contrarios a nuestra Carta Magna, así como también tiene competencia, entre otras, de conocer las ahora establecidas controversias constitucionales.

Luego, con el fin de continuar con esa tendencia en la cual se pretende primordialmente excluir del conocimiento de nuestro Máximo Tribunal de problemas de legalidad, lo procedente es que otro Órgano Jurisdiccional conozca lo relativo a contradicciones de tesis de los Tribunales Colegiados de Circuito, ya que regularmente se refieren a la interpretación de preceptos en su aplicación a casos concretos, es decir, cuestiones de legalidad.

Con las correspondientes reformas a nuestra Constitución, a la Ley de Amparo y a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, o bien mediante la emisión de los acuerdos que autoriza el artículo 94 de nuestra Ley Suprema, propongo la creación de 4 (cuatro) Tribunales Colegiados Especiales, uno de cada materia (Penal, Administrativa, Civil y de Trabajo),  integrado por tres o cinco Magistrados (los considerados como de mayores conocimientos, experiencia, honradez y responsabilidad), designados por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, que tengan la exclusiva competencia de dirimir las contradicciones de tesis que en la actualidad existen en gran número en el Pleno y las Salas de la Suprema Corte de Justicia; los Magistrados designados, es una opción, no desintegrarían su Tribunal actual, sino que formarían parte del Tribunal Colegiado Especial sólo para resolver las contradicciones de tesis, lo que podría ser en sesiones quincenales o mensuales.

El fin de la propuesta es obtener una solución más rápida de las tan importantes contradicciones de tesis, para que exista una mayor seguridad jurídica.

RICARDO RIVAS PEREZ.

SIMPLIFICACIÓN DEL TRÁMITE DEL  AMPARO CONTRA ÓRDENES DE DETENCIÓN O APREHENSIÓN  ROVENIENTES DE AUTORIDADES NO JUDICIALES.

PROBLEMA QUE SE OBSERVA:

Más de 180 juzgados de distrito en la República Mexicana  ocupan casi la mitad de su tiempo y de sus recursos humanos y materiales en el trámite de juicios de amparo promovidos contra órdenes de detención o de aprehensión atribuidas a autoridades no judiciales como son, entre otros, los procuradores de  justicia, los agentes del Ministerio Público y los directores de policía, así como la ejecución de tales órdenes que con frecuencia se reclaman de decenas de cuerpos policíacos.

Este trabajo implica, como en todos los juicios de amparo, la recepción, registro y análisis de la demanda, la formación del expediente principal y del incidente de suspensión, el dictado y notificación de cinco o más acuerdos que deben hacerse del conocimiento, de una considerable cantidad de autoridades, sobre  todo en lugares donde la zona metropolitana está formada con varios municipios, como los casos de Monterrey, Guadalajara y el Distrito Federal, entre otros.

Sin embargo, rara vez encontraremos una demanda con la que se persiga realmente una seria declaración de inconstitucionalidad de los  actos reclamados, pues en casi la totalidad de los casos a los promoventes  no les interesa una sentencia que generalmente es de sobreseimiento, ni la resolución  interlocutoria en la que casi siempre se niega la suspensión definitiva de los actos.  Lo único que pretenden es obtener una “protección rápida",  a través de la suspensión de los actos reclamados, con la esperanza de que esa situación perdure el mayor tiempo posible.

SOLUCIÓN QUE SE PROPONE:

Las reformas al artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal y de los artículos 123 y 146 de la Ley de Amparo, fundamentalmente, así como del 39, 89 y 117 para precisarlos, aclararlos o adecuarlos.

Estas reformas darían lugar a lo siguiente:

A).- ELIMINACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN SOLO ENTRATÁNDOSE DE LOS ACTOS ALUDIDOS.  Para ello se sugiere decretar la suspensión de plano, oficiosamente, en el auto inicial, tomando  las medidas de aseguramiento del quejoso, toda vez que el articulo 130 de la Ley de Amparo establece en su último párrafo la obligación de conceder la suspensión provisional siempre que se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, sin que dicho precepto exija el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124; por tanto no existe obstáculo para decretarla oficiosamente. Además, el mismo hecho de presentar una demanda contra éste tipo de actos genera la presunción de que  implícitamente se pide la suspensión.

B).- LA  ELIMINACIÓN  DE  LA  SENTENCIA  DE SOBRESEIMIENTO Y DE LA DECLARACION DE EJECUTORÍA EN ESTOS CASOS.  Pues es sabido de todos los juzgadores federales, que resultan ser trámites inútiles, ya que a ninguna de las partes les interesan y sí, en cambio, ocasionan junto con el incidente, un gran gasto de recursos humanos, materiales y económicos que pueden emplearse mejor en los trámites y resoluciones que sí sean importantes.

Para esto se propone que antes de la admisión de la demanda se  abra y registre un expediente auxiliar y se dicte un acuerdo decretando oficiosamente la suspensión, en el mismo auto se requerirá a las responsables y al promovente para que en el plazo de cinco días aquéllas informen solo sobre la existencia o inexistencia de los actos y en el mismo plazo el promovente podrá aportar prueba documental o  el testimonio de dos personas para acreditarlo. Si se acredita la existencia del acto  se admitirá la demanda; si no, se tendrá por no interpuesta.

C).- IRRECURRIBILIDAD DEL AUTO INICIAL EN COMENTO. Sugiero que no se reformen los artículos 83 y 95 ni los relativos a éstos, ya que el auto a que se refiere el inciso anterior deberá ser irrecurrible, pues su naturaleza y la transitoriedad del mismo hacen impráctico un medio de defensa en su contra. En cambio, el promovente presentará  nuevamente su demanda cuando realmente existan los  actos que reclama.

NUEVOS PROCEDIMIENTOS EN EL JUICIO DE AMPARO.

De  todos  es  conocido  el  crecimiento desbordado que en la década reciente, en especial el lustro inmediato anterior, ha tenido el Poder Judicial de la Federación, no sólo en el aspecto administrativo, sino también en el jurisdiccional, al venirse creando cada vez más Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito.

Tal fenómeno genera una creciente erogación de recursos financieros, humanos y materiales para atender el cada vez mayor número de asuntos sometidos a la decisión de los Tribunales del mismo Poder Judicial Federal, por lo que es necesario considerar, con seriedad, todos  los  diversos  factores  que  provocan  dicho crecimiento, buscando las soluciones apropiadas para evitarlo.

En este trabajo, sólo se aborda el relativo al título del mismo, o sea, buscar nuevos procedimientos dentro del juicio de amparo que, de alguna manera, pudieran aliviar las labores de los diversos órganos del Poder Judicial, por una parte, y por otra, dar seguridad jurídica a las partes para conservar la paz social que implica una completa, oportuna, eficaz e imparcial impartición de Justicia, que, para todos garantiza el artículo 17 de la Constitución Federal.

Estimo que, para alcanzar tales finalidades, podría modificarse la Ley de Amparo, vigente, en el capítulo relativo a los recursos, a fin de introducir uno que pudiera denominarse revocación ó reclamación, o algún otro término semejante, el cual procedería contra los acuerdos de trámite dictados dentro del juicio de amparo indirecto o de su incidente de suspensión, ya sean de la competencia de Jueces de Distrito, Tribunales Unitarios o bien de las autoridades a que se refiere el artículo  37  de  la  propia  Ley,  suprimiendo,  por consecuencia, el recurso de queja a que se refiere el artículo 95 fracción VI, primera parte, de la misma Ley, o sea, únicamente por lo que toca a la actual hipótesis de procedencia de tal recurso, o sea, en lo que atañe a los acuerdos de trámite que se pronuncien en aquellos cuadernos.

La propuesta de que se trata tiende a evitar la generación de recursos ante los Tribunales Colegiados, como son los que se interponen contra acuerdos de trámite dictados por los órganos que conocen del juicio de amparo indirecto, ya sea dentro del juicio en lo principal o bien en el incidente de suspensión. 

Conforme al texto actual de los preceptos legales que se relacionan con la procedencia, trámite y resolución, del recurso de queja, se tiene que, tanto quienes conocen de esos juicios (y su respectivo incidente), y del recurso, o sea, el Tribunal Colegiado respectivo, se ven envueltos en formulismos y trámites que además de complicados, en ocasiones, son engorrosos e involucran a diverso personal, distrayéndoles de otras tareas, en ocasiones más urgentes y trascendentes, todo ello, con detrimento del despacho de otros asuntos sometidos a la consideración del órgano judicial. 

En efecto, debe atenderse al contenido de los diversos artículos 95 fracción VI, 97 fracción II, 99,100 y 101, de la Ley de Amparo, que por su orden disponen:

Art.  95.-  El  recurso  de  queja  es procedente:   ...I…II. . .III...IV...V...VI.   Contra  las resoluciones que dicten los jueces de Distrito, o el superior del tribunal a quien se impute la violación en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta ley, durante la tramitación del juicio de amparo o del incidente  de  suspensión,  que  no  admitan expresamente el recurso de revisión conforme al artículo 83 y que, por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar daño o perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva; ...

Art. 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes: 

I ... 

II. En  los casos de las fracciones ... 

VI ... del mismo artículo, dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida; ...

Art.
99.
En  los  casos  de  las fracciones...VI... del artículo 95 el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de circuito que corresponda, acompañando  una copia para cada una de las autoridades contra quienes se promueva ...

El tercer párrafo de este precepto legal, dispone que para la tramitación y resolución del recurso, son aplicables las disposiciones que se contienen en el segundo párrafo del artículo anterior, o sea el 98, el cual es del siguiente tenor:

Dada entrada al recurso, se requerirá a la autoridad contra la que se haya interpuesto para que rinda informe con justificación sobre la materia de la queja, dentro del término de tres días. Transcurrido este, con informe o sin él, se dará vista al Ministerio Público por igual término, y dentro de los tres días siguientes se dictará la resolución que proceda.

Art.100. La falta o deficiencia de los informes en los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir a las autoridades omisas en una multa de tres a treinta días de salario que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que dicte sobre ella.

Art.101. En los casos a que se refiere el artículo 95, fracción VI, de esta ley, la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja. 

Para el propósito de este trabajo, es de aludir también al diverso numeral 103 de la misma Ley de Amparo, que establece el recurso de reclamación, el cual procede contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito, señalando que tal medio de impugnación debe hacerse valer dentro del término de veinticuatro horas, siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

Se tiene, pues, que una vez recibido el escrito por medio del cual se interpone el recurso, el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito manda solicitar a la autoridad contra quien aquel se hace valer, requiriéndola para que en un plazo improrrogable remita copia de la resolución recurrida, constancia de notificación a las partes y de todas las demás que se estimen necesarias para resolver al respecto; igualmente, se envían a dicha autoridad sendas copias del escrito por el que se hace valer el recurso, para que se distribuyan entre las demás partes en el juicio de amparo (éste trámite no se encuentra señalado en el artículo 98, segundo párrafo de la Ley). 

A continuación, se dictará un nuevo proveído acordando sobre la admisión, es decir, si se admite o no, contra el cual podrá interponerse a su vez el recurso de reclamación, que requiere también de un acuerdo de admisión y turno al ponente, ocupándose a diverso personal para realizar dichos trámites, interviene el actuario, notificando a las partes por lista ese auto, etc., se da vista al Representante Social, para que formule pedimento, si lo estima pertinente y se turna al ponente, quién elaborará proyecto de resolución, el cual en la respectiva sesión de Pleno del Tribunal, y una vez aprobado el proyecto, se deberá engrosar la ejecutoria, notificar a las partes y a la autoridad contra la que se interpuso la queja.

En resumen, con optimismo, puede afirmarse que un término razonable para obtener la resolución del recurso, podría ser el de dos meses, plazo en el cual, se mantiene suspenso, en la mayoría de los casos, el juicio de amparo, con el consecuente perjuicio de las partes; pero tal plazo es sin tener en consideración el recargo de trabajo que se padece en casi todos los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, el cual puede provocar una mayor demora para resolver el recurso.

¿ Qué sucede cuando el informe no se rinde?

¿ Qué, cuando se rinde incompleto y las partes no aportan pruebas para demostrar que el recurso debe ser declarado fundado?

Es claro que no se obtiene resolución favorable; éste es un riesgo adicional que el inconforme corre, al quedar expuesto a que se rinda un informe incompleto, lo que sucede con frecuencia; o bien equivocado, sobre los hechos materia del recurso de queja. 

Es evidente que esto no fue el propósito del legislador, pero sí resulta contrario a los postulados del artículo 17 de la Carta Magna.

Ahora, al poder impugnarse ante el propio juez de Distrito el acuerdo de trámite que dictó, a propósito incluso de alguna petición de parte (v.g. desechamiento de pruebas), se evitarían los diversos acuerdos que debe emitir el Presidente del Colegiado, la formación  de  un  toca,  noticia  a  Estadística, notificaciones, etc.; igualmente la formación del informe, remisión de autos; casi siempre, integrar un legajo con copias fotostáticas que el secretario ha de certificar, y enviar, y en general lo ya descrito. 

El trámite del recurso que ahora se propone, podría reducirse, simplemente, a señalar un término, de tres días, por ejemplo, para su interposición, el que se computaría a partir de que surtiera efectos la notificación del proveído que se pretendiera impugnar; se ordenaría dar vista a las otras partes, por igual término, para que expresaran lo que a su interés conviniera y la resolución del recurso se debería emitir dentro del plazo de tres días. 

El propio Juez tiene a su alcance todos los medios de conocimiento necesarios para confirmar el acuerdo recurrido, de ser procedente; a la luz de los agravios, de  hecho, o de derecho, que le fueran argumentados y de existir alguna equivocación, el propio juez podría introducir las enmiendas necesarias para continuar con un debido procedimiento. Todo ello, sin menoscabo al  principio de igualdad procesal de las partes, a quienes se dio oportunidad de alegar lo que a su interés conviniera, y los que, por otra parte, no pudiendo ya impugnar lo resuelto  a  propósito  del  recurso,  sin  embargo, conservarían su derecho a expresar alguna inconformidad con lo ahí establecido, al interponer, en su caso, el recurso de revisión en contra de la sentencia, cuando ésta sea contraria a sus intereses. Tales alegaciones serían examinadas, preferentemente, por el Tribunal Colegiado, y según lo alegado, podría ordenarse la reposición del procedimiento para los efectos pertinentes y si se tratara de prueba indebidamente admitida, por ejemplo, el propio tribunal,  dado  que  no  existe  reenvío,  resolvería íntegramente la cuestión, prescindiendo de la prueba ya desahogada, considerada por el a quo.

Conforme a estos lineamientos genéricos, puede advertirse que la propuesta de establecer el recurso de revocación ante el Juez de Distrito, o ante la autoridad que conoce del juicio de amparo indirecto, Unitario o Superior de la responsable, en el caso del artículo 37 de la Ley de la Materia, contra acuerdos de trámite dictados en el principal o en el incidente de suspensión, contribuye a obtener una inmediata reparación a un posible error de apreciación, evitando a las partes perjuicios por la demora en la resolución de sus conflictos, así como recargo de labores en los Tribunales Colegiados, al integrar los tocas relativos al recurso de queja a que se refiere la fracción VI, (primera parte) del artículo 95 de la Ley de Amparo, con los diversos trámites legales necesarios para su resolución; todo ello, contribuiría a lograr una administración de Justicia más rápida y expedita. 

No podemos desconocer, por otra parte, que tan amplia posibilidad que se otorgaría a las partes en los juicios de amparo indirecto, para impugnar, ante el propio órgano de control constitucional, los acuerdos de trámite ya mencionados, en la práctica podría resultar contraproducente,  dado un eventual abuso  en  la interposición del recurso, volviendo más graves aún, las cargas de trabajo de las mismas unidades jurisdiccionales; para evitarlo, es necesario tomar ciertas medidas lo cual no hace nugatorio el derecho a defenderse, ni implicaría, la que se propone, el pago de costas, prohibidas constitucionalmente, ya que, tal medida preventiva consistiría en la eventual imposición de una multa, por el equivalente de diez o ciento ochenta veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, tomando en cuenta  las  circunstancias  del  caso,  en  términos semejantes a los previstos en los artículos 3º.- bis y 81 de la Ley de la Materia. Tal multa sería impuesta, en su caso, en la resolución que se emita a propósito del recurso de revocación (también se podría denominar Reclamación, cuya existencia se reconoce en la Ley de Amparo) pero no se mandaría a hacer efectiva, sino hasta que el juicio de amparo se resolviera en definitiva y se advirtiera que tal recurso fue hecho valer sin motivo; desde luego, debe entenderse obligatoria la imposición de la multa, sin que haya lugar a considerar si hubo o no mala fe, pero pudiendo señalarse otras excepciones, análogas a las que ya contempla la propia Ley de la Materia.

En conclusión:

Tomando en consideración la problemática real de los justiciables en los juicios de amparo, los intereses legítimos que les asiste para una pronta y expedita administración de justicia, y el deber correlativo a proporcionarla, por parte del Estado, se propone la modificación de la vigente Ley de Amparo, en los términos que han quedado expuestos.

FCO. GUILLERMO BALTAZAR ALVEAR

REESTRUCTURA Y RACIONALIZACIÓN DEL JUICIO DE AMPARO

REESTRUCTURA Y RACIONALIZACION

DEL JUICIO DE AMPARO.

El Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  haciendo referencia al problema del creciente número de asuntos que se ventila en los tribunales colegiados y juzgados de Distrito, aludió al sentir que sobre ese particular han externado en otras ocasiones, Presidentes de la República y de la Suprema Corte,  señalando que: "es mejor dar la oportunidad de promover un juicio de amparo, antes que restringirlo, ya que es la mejor defensa de los mexicanos". No obstante lo anterior esos buenos deseos en la práctica se llegan a convertir en verdaderos problemas, pues siendo encomiable e incluso conveniente, que el ciudadano mexicano cuente con los medios  necesarios para su defensa; sin embargo, no debe pasar inadvertido que no en todos los casos necesariamente deban de interponerse y conocer de ellos únicamente los Tribunales Colegiados de Circuito, sino sólo en aquellos casos en que el asunto revista determinadas características para evitar así, que con el abuso que se hace de este medio extraordinario de defensa se incremente el número de asuntos y pueda entorpecer la solución de otros asuntos que demandan una urgente solución.

Así,  es  necesario jerarquizar ciertos asuntos que por su cuantía,  importancia y trascendencia, por la pena impuesta, o por la privación de la libertad; o en fin por el problema que plantea, demandan una atención preferente de los cuerpos colegiados para su solución, de otros que no plantean tales cuestiones; de ahí que surge la idea de establecer nuevas bases para la distribución del trabajo y eliminar aquellos asuntos que no reúnan las características indicadas con el propósito de atender  preferentemente aquellos asuntos que tengan repercusiones graves para los gobernados.  Cabe  considerar  que  podía establecerse que para la procedencia del juicio de amparo ante un tribunal colegiado y de las revisiones ante el propio tribunal, es de examinar la cuantía del asunto, así como la importancia y trascendencia del mismo, la pena impuesta, como la  naturaleza individual o colectiva del problema; y en este sentido nos enfrentaríamos precisamente a la limitación de la procedencia del amparo y por consiguiente seleccionar la importancia del asunto y las demás cuestiones a las que se hizo referencia, ubicando esta competencia en los tribunales colegiados para conocer de estos asuntos y los que no revistan estas características en otros tribunales; pero si bajo esas ideas no se proscribe la acción de amparo y se piensa que la competencia de los asuntos de menor entidad conozcan otros tribunales, entonces tendríamos a los tribunales colegiados de circuito con una carga menor de trabajo y hacer factible la pronta y expedita administración de justicia; el problema está en considerar quiénes serían esos tribunales de amparo que conocieran de los asuntos de menor cuantía, de penas menores, y de aquellos asuntos  que  no  fueran  de  importancia  o trascendencia, pero que para un determinado gobernado que carece de recursos económicos o que su asunto sin tener esa circunstancia, para el gobernado sí revista la mayor importancia y trascendencia; y en ese sentido es conveniente que se establezca quiénes pueden conocer de esos asuntos.  Sobre este particular me permito pensar en salas colegiadas en materia de amparo que se establezcan en los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, para que conozcan de esos asuntos de poca cuantía o de escasa importancia y trascendencia, o de una pena menor. Pudiera pensarse que el Foro Mexicano, siempre ha recurrido a la Justicia Federal como garantía de imparcialidad, de preparación y confianza para que ésta sea la que emita esa última decisión judicial, pero en favor de esas inquietudes, habla la Institución del juicio de amparo, que en sus disposiciones legales encuentra el sustento para su aplicación; y por la otra que los Tribunales locales ya tienen una avanzada experiencia en materia de amparo, como lo es la competencia anexa o auxiliar que tienen asignada los jueces de primera instancia en amparo indirecto cuando se establece en su artículo 38 la posibilidad de recibir la demanda de amparo para ordenar que las cosas se mantengan en estado que se encuentran por el término de 72 horas en aquellos lugares donde no resida juez de distrito; y en la fracción XII, del artículo  107  Constitucional,  se  establece  la jurisdicción concurrente de aquellos asuntos en que se alega violaciones a las garantías de los artículos 16, 19 y 20 en materia penal, pudiéndose reclamar las violaciones que se cometan ante el superior del tribunal que realice la violación, o ante juez de distrito que corresponda. 

Además, en la actualidad y a propósito de amparos directos la tramitación del juicio es auxiliado en una primera etapa por las autoridades responsables, ya que es por conducto de ellas quienes certifican la temporalidad de su presentación, realizan los emplazamiento a las autoridades y a los terceros  perjudicados y remiten integrados expedientes a los tribunales de circuito para el subsecuente trámite respectivo; de tal manera que ya los tribunales ordinarios constituyen  de  por  sí  auxiliadores  de  la administración de la justicia federal, mayor razón para que la competencia de determinados asuntos de  poca  cuantía  o  de  escasa importancia, trascendencia o de penas mínimas corresponda en definitiva su resolución a los tribunales superiores de justicia de los  Estados actuando como auxiliares de la  justicia federal en materia de amparo, con lo cual alcanzarían así su mayoría de edad en asuntos que deberían de concluir en definitiva ante la justicia común.  Por otra parte con ello se vendría a rescatar en cierta medida el auténtico federalismo delegando en favor de los tribunales ordinarios en relación a las materias civil y penal determinados asuntos que por su cuantía o por la pena impuesta deben de concluir ante la justicia común. Desde luego podría pensarse también en que en esos casos  los tribunales colegiados de circuito, no perdieron su competencia originaria para ocuparse de su conocimiento  por  razones excepcionales, debiendo en este caso expresarse las razones por las cuales el gobernado considera  que su asunto presenta peculiaridades especiales por las cuales deba conocer la justicia federal, tales como la parcialidad de las autoridades, o que el criterio de interpretación sea excepcional,  lo que desde luego deberá bajo protesta de decir verdad expresarse ante el tribunal colegiado respectivo, y con algún principio de prueba, que lo respalde; en cuyo caso quedará a discreción del tribunal colegiado avocarse al conocimiento del asunto, ejerciendo así o no su competencia originaria, correspondiendo al magistrado instructor, en este caso, el presidente del tribunal colegiado el que califique la competencia para conocer del asunto, y en caso de no estimarse así y de que el asunto se interpuso con el solo propósito de entorpecer la tramitación ordinaria se autorice la imposición de multa.

Cabe advertir que incluso los tribunales del orden común constantemente discuten la competencia constitucional  de  los tribunales federales para conocer en amparo directo de sus sentencias definitivas, cuestionando incluso la preeminencia del poder judicial federal sobre sus fallos;  empero,  al  margen  de  cualquier consideración   que   involucra   problemas relacionados con la supremacía del Poder Judicial Federal sobre el local, que en nada auxilia la solución del creciente aumento de asuntos, es necesario reflexionar sobre la proposición que se plantea con el único objeto de atender en forma preferente los asuntos que revisten mayor importancia y trascendencia, tanto por su cuantía, como por el problema que plantean, o por la pena que se impuso, y aligerar así en parte el creciente aumento de asuntos en los tribunales colegiados de circuito, en lo que se refiere a las sentencias definitivas en materia civil y penal, para lo cual es necesario hacer conciencia en la administración de justicia local de los cambios en la competencia del amparo directo.

Debiendo entenderse que la problemática corresponde tanto a la justicia ordinaria como a la justicia federal y que sólo con el sentido de cooperación podrá realizarse este nuevo cambio de competencia en el amparo directo.

Aun así, si por razones de operatividad administrativa y sobre todo de naturaleza económica no es factible que la competencia de esos asuntos de poca importancia quedaran ubicados en la administración de justicia ordinaria como una competencia auxiliar, de cualquier manera  las  ideas  de  que  esos  asuntos correspondan en conocimiento a otros tribunales debe de subsistir, precisamente para concentrar en los tribunales colegiados los asuntos que sólo revistan las características que se mencionan, y en este caso pueden aplicarse las mismas ideas que sustentaron a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para seleccionar por su importancia los asuntos de su conocimiento, sin renunciar a su competencia originaria, pudiendo en todo caso pensarse en los tribunales unitarios de circuito para que conozcan de ese tipo de asuntos dejando así en la justicia federal el conocimiento del juicio de amparo.

MARCO ANTONIO ARROYO MONTERO.

CAUSAS POR LAS QUE HA PROLIFERADO EL TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO Y POSIBLES ALTERNATIVAS DE SOLUCIÓN.

CAUSAS POR LAS QUE HA PROLIFERADO EL TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO Y POSIBLES ALTERNATIVAS DE SOLUCIÓN.

En la semana especial del abogado de Infosel legal, aparece en diversos artículos lo que se considera la actuación del  abogado y su moralidad; nada más interesante lo que reflejan quienes  exponen  en  forma  crítica,  algunas cuestiones que son comunes de abogados y juristas, pero sobre todo lo que atañe a nuestro comportamiento en la profesión, todo lo cual con el propósito de dignificar la profesión que juramos ejercer con justicia y moral.

Lo que llama la atención de esos artículos es que se destaca la figura trascendente en la sociedad del abogado, como un líder natural en quien ha  recaído,  en  gran  medida  la responsabilidad de dirigir a la sociedad; profesión que se opina ha caído en desprestigio, y así surgen las preguntas de los motivos que lo han causado, y se afirma que el abogado se ha olvidado del juramento profesional o decálogo del abogado, y que entre ellos mismos se perdió el respeto, y de que sin ética nos criticamos en forma maliciosa, o que en aras de ganar más, el abogado justifica gastos por concepto de atenciones y dádivas a funcionarios, pedido o no, pero que al fin la sociedad supone a esta actividad  como una profesión corrupta, o que cuenta con deficiencias marcadas. (*) Quien formula la crítica, apunta una  idea  muy  interesante a manera de sugerencia  o  conclusión,  como  lo  es  la Colegiación del profesionista, reforzado por la ética; denunciar la corrupción; hablar con la verdad a los clientes; establecer comisiones de honor y justicia para sancionar errores intencionales y culposos, por falta de pericia y conocimiento; pero al mismo tiempo que se sugiere una organización de los profesionistas del derecho,  con  el  propósito de enfrentar la plurifacética conducta del abogado, surgen otras opiniones  que  exaltan  la  individualidad  del abogado, tales como que no debe tener capacidad de obediencia, sino facultad de mando, y que no deben de estar al servicio de un solo patrón, según lo refiere en una apología que hace al libro "El jurista y el simulador del derecho", Luis Manuel Garza en su articulo "Abogador de Abogados", refiriéndose a su autor el Doctor Ignacio Burgoa Orihuela. Otros advierten que por desgracia existe una nueva élite que profesa la defensa del derecho, empleando todo tipo de técnicas y artificios para lograr los resultados que le generen un ingreso, buscando el arreglo por vía extra judicial, y no precisamente por mediación y conciliación, como lo son las conductas alejadas del litigio que los asimilan a delincuentes  convírtiéndolos en abogánster. (*)  Por lo que surge de inmediato la idea   de   regular   la   actuación   del   abogado,   sujetando  la 

(*)Guillermo Guzmán de la Garza.

(*)
Eduardo J. Abdo Cantú.

profesión a un código de ética profesional que encauce su actuación a los valores que por ahora nadie cree, y la necesidad de que la  justicia y la moral resurjan como valores, exigiendo a cada profesionista una conducta que se acerque a la probidad, honradez y buena fe en el obrar; para lo cual es necesario su afiliación a los colegios y barras de abogados, quienes deben de llevar el registro de los abogados que litiguen y al que pertenezcan, quedando sujetos a concurrir a cursos de actualización en la materia en que se litigue, ser examinados periódicamente, según se determine por la ley respectiva y en fin supervisar el ejercicio profesional por parte del estado observando su actuación.

Sobre esta misma situación, pero referida al concepto sociológico del mexicano, el escritor y analista político, Federico Reyes Heroles, en su ensayo de la "Cultura de la legalidad", afirma que uno de cada dos mexicanos adultos, no ha hecho suya la legalidad como un proyecto de vida; por el contrario, en el mejor de los casos la acatan por conveniencia primaria.  Alrededor  del 35%, obedecen en función de los otros y sólo un 16%, navega en la vida con la ley, como proyecto; esto indica, que la legalidad no ha penetrado y enraizado en los mexicanos, si esto es así, y si los porcentajes  que  proporciona  son  correctos, entonces se explica su distinta afirmación que se hace de que: El autoritarismo mexicano es una cultura que se apoya en reglas o seudo acuerdos que no están en ningún código, y que no son ley, y que esas reglas son las que permiten a un ciudadano atropellar a sus conciudadanos en su vida cotidiana, y explica que ese autoritarismo mexicano es una cultura que permitirá a los burócratas de ventanilla exigir un documento mas o menos dependiendo del humor o la cuota que se desee;  y  añade  que  por eso, en nuestra convivencia diaria no nos respetamos, porque estamos atenidos a reglas que cada quien interpreta a su gusto, y así procedemos en el cine o en el banco, o al entrar a una avenida con nuestro automóvil. Las leyes quedan a discreción de todos; pero además el citado analista político nos da nuevas cifras alarmantes al decirnos que el 59% de los mexicanos, no creen en la justicia y que el 39% consideran que es mas conveniente "arreglarse" con las autoridades que obedecer las leyes, y así nos va señalando reglas no escritas sobre nuestra complejidad social, fundado en reglas que constituyen débiles cimientos que tienen que ser substituidos por el de la legalidad.

Si todo lo anterior es cierto, luego no resulta difícil de comprender, que los vicios en nuestra manera de ser son los que han contribuido en gran parte, a generar problemas en la vida social en sus diversas formas de manifestarse, de ahí que  la manera de comportarse también del profesionista del derecho, no escapa a esta critica constructiva. A nadie tampoco se le escapa que en nuestro país, gozamos de un marco jurídico en que los abogados cuentan con la facilidad de hacer uso del medio de defensa extraordinario del juicio de amparo, sin contar con ninguna limitación para hacerlo, quedando los profesionistas del derecho sólo sujetos a lo que sobre el particular establece el articulo 27 de la Ley de Amparo, para intervenir con facultades amplias de interponer recursos en asuntos que la propia ley establece, al hecho de proporcionar el registro de la "cédula profesional"; pero fuera de ello sólo la capacidad profesional determina el éxito o fracaso de un asunto, lo que implica que aquellos profesionistas del derecho, a los que hace referencia (*), no se ajustan a ejercer la profesión con justicia y moral, o que ejercen la profesión al estilo de abogánsters, o de plantear a nombre de sus clientes sus demandas de amparo, aún cuanto éstas resultan improcedentes o de que ningún éxito tendrán; que al fin de cuentas existe la gratituidad en la administración de justicia y de que ninguna repercusión profesional existirá para el abogado que no sea el de una multa. Que en la mayoría de los casos están dispuestos a pagar.

De consiguiente una de las medidas que pudieran implementarse para evitar la excesiva proliferación de los juicios de amparo, esta precisamente en establecer la Colegiación, si bien no obligatoria en México, por las implicaciones constitucionales que surgen en relación a la garantía individual de la libertad de asociación consagrada en el artículo 9 constitucional, sí en cambio establecer como requisito para ejercer la profesión como litigante en materia de amparo, o en determinada rama de la abogacía, la de ser examinado  por el  estado,  y supervisar su actuación profesional periódicamente, para saber si cumple con los conocimientos necesarios en la rama del derecho en que ejerzan, el de asistir a cursos de actualización que se impartan, el de informar por parte de los colegios  y barras  de abogados, si es que pertenece a ella, o bien 

(*) Eduardo J. Abdo Cantú.

por jueces y magistrados federales  a la oficina respectiva, que  al  efecto  se  cree en materia  federal  de  la conducta irregular que se llegue a detectar en el ejercicio de la profesión y puedan establecerse medidas correctivas, que puedan ir desde la suspensión temporal, hasta la definitiva, en el ejercicio de la profesión en la rama del derecho en que se litigue.

MARCO ANTONIO ARROYO MONTERO.

ELIMINACIÓN DEL AMPARO INDIRECTO 

EN MATERIA JUDICIAL.

Planteamiento del problema. 

El juicio de amparo nació como un medio para tutelar la Constitución de las posibles violaciones que cometan las autoridades del estado, en las diversas hipótesis de procedencia establecidas en el artículo 103 constitucional.

Ahora bien, en nuestro régimen dicha finalidad del juicio de amparo se ha ampliado no solamente a tutelar directamente la Constitución, sino que a través de la garantía de legalidad, consagrada en los artículos 14 y 16, se extiende a los ordenamientos legales secundarios; mismo que se puede combatir tanto en vía directa o indirecta, según las diversas hipótesis que prevén los artículos 114 y 158 de la Ley de Amparo.

Como se puede ver, el amparo de legalidad puede tramitarse en la vía indirecta, cuyo procedimiento consta de dos instancias, o en  la vía directa, en el que el conocimiento del acto se hace en una sola  instancia; es aquí donde surge la iniquidad en el juicio de amparo en materia judicial, pues un mismo caso y según las circunstancias en que se pronuncie el mismo puede ser visto en una u otra vía, una, la  indirecta que es más lenta, y otra, la directa que es más ágil; siendo en ese  punto donde surge la propuesta de que sea eliminado el juicio de amparo indirecto judicial y sea resuelto en forma directa que en términos de economía procesal es más expedito.

Desarrollo del Tema.

El amparo es un proceso constitucional autónomo, entendiéndose por proceso un conjunto de actos procedimentales de las partes y  los tribunales que culminan con la resolución, donde se discute si la  actuación de la autoridad responsable violó o no las garantías individuales del gobernado.

El juicio de amparo promovido ante juez de Distrito se entiende que es juicio, toda vez que se siguen todos los actos procedimentales que culminan con la sentencia, sin embargo, el juicio de amparo  directo se ha entendido como un recurso, ello en virtud del control de la  legalidad, tomando en consideración las violaciones indirectas a la  Constitución, en donde el tribunal de amparo se convierte en un tribunal revisor  porque analiza las violaciones a las leyes ordinarias o secundarias, de ahí que se habla de su semejanza con el recurso de casación y en donde la sentencia que se dicta determina la inconstitucionalidad del acto reclamado y, si se cometieron violaciones al procedimiento, se repondrá éste a partir del momento en que se incurrió en la violación.

Con base en lo anterior, se podría sostener que en el juicio de amparo indirecto, de manera natural se ven las violaciones  directas a la Constitución y, en el directo, que es propiamente un recurso  extraordinario de legalidad, se analizan las violaciones indirectas. Pero lo anterior no es así, ya que encontramos en algunas hipótesis de procedencia del amparo indirecto, específicamente las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, que en ellas se contemplan cuestiones específicas de legalidad, pues se pueden impugnar en estos  casos, actos dictados  fuera de juicio o después de concluido, así como aquéllos que son dictados dentro del mismo, que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, analizándose en éstos si las normas específicas en que se fundan son las exactamente  aplicables al caso que se resolvió; como puede ser, cuando se analiza la personalidad, la procedencia de la vía, un auto de formal prisión, la sentencia que confirma un remate, el auto que desecha parcialmente una demanda y otras que serían innecesario  mencionar.

Ahora bien, podemos advertir que algunos de los ejemplos que enunciamos en el párrafo anterior, pueden ser analizados no sólo en la vía indirecta sino también, en la directa, cuando se dan determinadas condiciones. Así tenemos que en materia de personalidad la resolución que la desestima se combate en forma indirecta, y la que tiene por no acreditada la personalidad del actor, como ya se considera que es una resolución que puso fin a juicio, es impugnable por la vía directa; como ese caso podríamos enumerar muchos, como el desechamiento total de una demanda que es directo, y el desechamiento parcial es  indirecto,  etc.

Como podemos advertir, el juicio de amparo en materia de legalidad no es congruente, pues para un mismo caso establece dos  vías distintas según las circunstancias del mismo, pues en uno se abre una instrucción para reunir pruebas y se sigue el procedimiento y  formalidades para dejar el asunto en estado de sentencia, como lo es en el amparo indirecto, en el otro, que es el amparo directo no. Surgiendo la duda, por qué en un caso es necesario abrir una instancia  para que se agote la instrucción, como lo serían las resoluciones que tienen por reconocida la personalidad al actor; y en esa misma hipótesis de personalidad pero cuando se desconoce la misma, se acude directamente al juicio de amparo. ¿Qué no en las dos se analizó la personalidad, a través de las normas que la rigen?, entonces ¿era necesario abrir un juicio a prueba y dejarlo en estado de resolución? La  respuesta a la primera  interrogante es SI, es el mismo problema, y a la segunda NO, pues no se considera necesario, dado que las constancias ya estaban integradas; por ende se propone que el amparo judicial de legalidad que contemplan las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo sean trasladadas a las hipótesis de procedencia que contempla el artículo 158 de la misma ley, para que estas sean analizadas en la vía directa y así resolver el juicio en forma más ágil y menos engorrosa, y con las siguientes ventajas:

Ahorro de una instancia.

Estudio de los conceptos de violación en forma directa, y no  a través de los agravios.

c)
Cuando se reclame una ley, no será necesario llamar a juicio a las autoridades que la emitieron.

d)
La autoridad judicial responsable ya no estará legitimada para interponer revisión, lo cual estaría acorde con los criterios jurisprudenciales que en ese sentido se han pronunciado.

e)
Al ser más ágil el proceso se provocaría que ya no fuera utilizado para entorpecer los juicios, y que los hacen largos y tediosos.

Adviértase que no se hace referencia a la fracción V del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues en ésta se habla del tercero extraño o cuando la ley o acto reclamado no establezcan ningún recurso, pues en estos casos, generalmente estamos ante violaciones directas a la Constitución, por ende, en estas hipótesis es necesario que el procedimiento de amparo se vea en forma de juicio, por ende, la  vía indirecta es la adecuada. En este caso también hay que contemplar al tercero extraño por equiparación.

Finalmente, para redondear lo anterior se haría necesario, para evitar la proliferación de juicios de amparo directo, se estableciera el amparo uniinstancial adhesivo, para que así en una misma resolución se pudieran analizar todos los aspectos del litigio.

JOSE MANUEL DE ALBA DE ALBA

T E M A 

MEDIOS PARA DISMINUIR EL REZAGO DEL

NUMERO DE AMPAROS INDIRECTOS Y DIRECTOS.

De acuerdo con el artículo 103, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por  leyes o actos de la autoridad que viole garantías individuales.

El artículo 107 de la indicada Constitución estatuye: Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la Ley,  de acuerdo a las bases siguientes: (se transcribe)

La ley de amparo que es la reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política mencionados, establece  quiénes y cómo se promueve el juicio de amparo en contra de las autoridades responsables, especificándose los requisitos que debe llenar una demanda de amparo indirecto, en los casos a que se refiere el artículo 114, siendo estos los expresados en el artículo 116 y los requeridos en los amparos directos en el artículo 166 de la propia ley. En el libelo de amparo, los quejosos deben conducirse bajo protesta de decir verdad al narrar los actos reclamados, sobre los cuales formularán los conceptos de violación, a fin de que los Tribunales  del Judicial de la Federación, con conocimiento de los informes justificados de las autoridades responsables, puedan emitir una sentencia de amparo, como legalmente proceda;  pero siempre partiendo de que los agraviados plantearon los actos, sin apartarse de la verdad. Esta obligatoriedad es originada en los artículos 116, fracción IV y  211, fracción I, de la Ley de Amparo y el incumplimiento de esa  obligación, es sancionada como sigue: 

El artículo 81 dice: 

"Cuando en un juicio de amparo se dicte "sobreseimiento, se niegue la protección "constitucional o desista el quejoso, y se advierta "que se promovió con el propósito de retrasar la "solución del asunto del que emana el acto "reclamado o de entorpecer la ejecución de las "resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal "actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso "o a sus representantes, en su caso, al abogado o a "ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de "salario, tomando en cuenta las circunstancias del "caso" 

y el 211 establece: 

"Se impondrá sanción de seis meses a tres años de "prisión y multa de diez a noventa días de salario:

"I. Al quejoso en un juicio de amparo que al "formular su demanda afirme hechos falsos u omita "los que le consten en relación con el amparo, "siempre que no se reclamen algunos de los actos "a que se refiere el artículo 17;

"II. Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de "amparo, que presente testigos o documentos "falsos, y 

"III. Al quejoso en un juicio de amparo que para "darle competencia a un Juez de Distrito, designe "como autoridad ejecutora a una que no lo sea, "siempre que no se reclamen algunos de los actos "a que se refiere el artículo 17".

Conforme a la normatividad que rige el juicio de amparo, los quejosos que creen satisfacer los requisitos necesarios para ejercitar la acción constitucional, promueven los amparos indirectos, en  los casos del artículo 114 de la Ley de Amparo y directos en los previstos en el artículo 158 de la propia ley. En esos juicios, existe una gran mayoría que es promovida para retrasar la solución del asunto del que emerge el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de los fallos que tiene la calidad de cosa juzgada. En otra parte de los amparos, con el mismo propósito, son narrados hechos falsos o son omitidos; ofrecidos  testigos y documentos falsos y para darle competencia a un determinado juez de Distrito, se designan autoridades ejecutoras que no tienen esa calidad. Todo ello, algunas veces, obedece a entorpecer el cumplimiento de un fallo ejecutoriado, a consecuencia de la crisis económica que hace varios años sufre México; otras, a que conociendo los beneficios y facilidad en la promoción de amparos, se llevan las controversias, hasta la solución definitiva por los Tribunales Federales, como los Jueces de Distrito, Magistrados de Circuito y H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, a sabiendas de que no les asiste la razón. Las circunstancias anteriores, hacen que cada año, en lugar de abatirse el rezago de juicios de amparo, se aumente el mismo, pues los tribunales existentes, no obstante los esfuerzos que hacen, les resulta imposible igualar el despacho de los amparos tramitados, con los ingresados, bastando para comprobarlo comparar los datos estadísticos de los tribunales que aparecen en  los informes de la Presidencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación y todo ello, acarrea que la impartición de justicia, no sea acorde a lo mandado en el artículo 17 Constitucional. Se han aumentado tribunales federales, con el objeto de combatir la proliferación de amparos, en algunas partes, con competencia mixta, y en otras, especializándolos; pero el enorme esfuerzo del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial de la Federación, no ha logrado agotar el rezago, puesto que generalmente, al crearse los nuevos tribunales, a ellos se les mandan más asuntos de los que podrán fallar, para igualarse en número de cantidad con los que ingresan. Otro intento, se ha llevado a cabo con el fin de agotar el rezago, consistente en analizar en cada amparo la conducta de los quejosos, aplicando las sanciones previstas en los artículos 81 y 211 de la ley de amparo, cuando se demuestran los supuestos previstos en los mismos; mas como las multas son irrisorias, ya que van de diez días a ciento ochenta días de salario mínimo, puesto que su imposición se ubica, generalmente, desde el mínimo, sin llegar al máximo; y la desproporción de la multa con el monto de los negocios, resulta beneficiosa a los quejosos; por lo que corren el riesgo de la sanción. Asimismo, existe la dificultad para hacer efectivas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, dado  el monto de las mismas y la carencia de bienes para garantizaras.  De igual manera la sanción de seis meses a tres años de prisión, a quienes incurran en la conducta prevista en el artículo 211 de la Ley de Amparo, en la practica casi nunca se aplican castigando a los infractores; de ahí que resulta ser insuficiente para amedrentar a quien incurre en esas faltas; en consecuencia, todas estas medidas, en muy poco ayudan a que el amparo se promueva solo por los quejosos que tienen derecho a el; al contrario, permiten que lo hagan agraviados, alterando los hechos, y falseando documentos, con el fin de retardar la administración de justicia aumentando año tras año el número de juicios, en forma desmesurada, sin poder los tribunales federales resolver una  proporción cercana siquiera a los ingresos, con lo cual no se cumple lo mandado en el artículo 17 Constitucional. 

Por ello, propongo que sean modificados los artículos 81 y 211 de la Ley de Amparo en las sanciones de que se habla en los mismos, para que se ayude a disminuir el número de amparos, obligando a promoverlos, sólo los que tengan derecho a ellos, sin incurrir en las conductas irregulares de que hablan dichas normas, para que su redacción sea:

“Artículo 81. Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, se advierta que se promovió con el propósito de retrasar  la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de veinte a doscientos cincuenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso" 

“Artículo 211. Se impondrá sanción de dos a seis años de prisión y multa de treinta a ciento cincuenta días de salario: 

I. Al quejoso y sus abogados en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos de los actos a que se refiere el articulo 17;

II. Al quejoso o tercero perjudicado y sus abogados en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos; y,

III. Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad  ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los  actos a que se refiere el artículo 17”.

JOSÉ LIBRADO FUERTE CHAVEZ

Magistrados: José Librado Fuerte Chávez, Ricardo Romero Vázquez Y Enrique Pérez González.

RESTRICCION DE LA PROCEDENCIA DEL

JUICIO DE AMPARO

La historia sirve para conocer el pasado, entender el presente y avizorar el futuro.

La  economía,  para  entender  los factores que producen la riqueza o la miseria, según la coordinación de sus elementos y el destino de sus productos.

La sociología jurídica, para conocer las causas sociales de un lugar o época determinado y sus efectos en otras ramas.

La política, es un arte de entender lo sociológico, lo jurídico y lo económico, para un fin que es común a una región, un país o el mundo entero, buscando el equilibrio en esos ámbitos para lograr el mayor bienestar posible en los seres humanos y en el estado respectivo.

El  uso  de  una  herramienta  contra  actos y autoridades  que  actúan  al  margen  del  derecho,  tiene implicaciones sociológicas, económicas, jurídicas y políticas.

El análisis somero de cada uno de esos ámbitos, en lo concerniente al amparo judicial, es el propósito de estas líneas, a efecto de concluir con la necesidad de ampliar la herramienta o restringir su uso, para armonizar sus efectos en lo social, lo económico, lo jurídico y lo político.

LO SOCIAL:

A).- Su antecedente más remoto.

Cuando el hombre creía en Dios y además que la clase gobernante hablaba en nombre de El y con tal autoridad impartía justicia, no había problema alguno ni jurídico ni políti2co, ni menos económico, porque El por conducto de su representante tenía todos los derechos, es infalible y a los humanos no nos queda más que acatar.

No se gastaba en Tribunales de ninguna naturaleza y las discrepancias entre gobernante y gobernado sólo se remediaban por el uso de las armas.

Pero 510 años a. C. "Tarquino el Soberbio" expelió a los reyes, con lo cual, ya no existía el representante de Dios. Y al año siguiente, tuvo que crear los Cónsules que iban a impartir esa justicia en nombre de Tarquino. De inmediato surgió el problema, porque el pueblo ya no creía en el Cónsul, lo que hizo necesario establecer la apelación.

Luego la regla es, que cuando se juzga en nombre de Dios, eso no da lugar a un juicio y menos a impugnar lo resuelto.

Por el contrario, cuando quien juzga es un hombre, la tendencia es no creer en él, y a lo resuelto por éste, le sigue una apelación, ante otro órgano de jueces mayores y con más capacidad, que cuando resuelven, tampoco se cree en ellos.

B).- El pueblo Inglés primero y muchos años después el Francés, exigieron y obtuvieron reconocimiento expreso de los derechos que todo ser humano tiene frente a sus gobernantes y las obligaciones que éstos tienen frente a aquéllos.

Juan Jacobo Rousseau, eliminó la figura de Dios que en forma vertical y descendente, monopolizaba en lo alto todos los derechos y en lo bajo el gobernante asumía todas las obligaciones, para transformarlo en una línea horizontal en que se simbolizaba en un extremo al gobernante y en la otra al gobernado en un pacto social o contrato sinalagmático con derechos y obligaciones recíprocas, imponiendo sanciones a cada parte para el caso de incumplimiento.

La fórmula era magnifica, pues ya existía un catálogo de  derechos  humanos  de  que  gozaba  todo gobernado frente al gobernante.

Nacían así, los derechos públicos sustantivos, al igual que los derechos civiles en las llamadas obligaciones.

La carencia estribaba en cómo hacer efectivos en el gobernante las sanciones derivadas del incumplimiento de sus obligaciones.

C).- Tocó a México el honor histórico y de valor universal, que Don Crecencio Rejón, ideara y objetivizara la forma de hacer efectivos aquellos derechos del gobernado, cuando eran pisoteados por el gobernante.

La formula fue igual que en obligaciones del derecho común, dotar al derecho sustantivo del mismo derecho adjetivo conocido como acción y nació la acción de amparo, obviamente vía jurisdiccional.

El  ilustre  yucateco  plasmó  su  sueño  en  la Constitución Yucateca de 1840 y sabía que tal acción era destinada única y exclusivamente a combatir actos del ejecutivo y de su entonces sumiso legislativo.

Y así,  en  la  exposición  de  motivos  de  esa Constitución, lo asienta redundantemente expresando, que no es contra los jueces, porque éstos como seres humanos, podrán incurrir en negligencia, impericia o corrupción, para lo cual existen remedios legales.

Por ello, esa Constitución Yucateca, no creó una Ley de Amparo, puesto que iba a ser regulada la acción de amparo por el sencillo Código de Procedimientos Civiles que le regía y los competentes para dirimir tales controversias eran sus propios jueces y su propio Tribunal de apelación.

D).-  Reunificada  a  la  federación  la  entonces República Yucateca, pasó a ser un Estado más de la Unión, y cuestionándose si debía seguir rigiendo la Constitución de 1824 o implantarse una nueva, se optó por el acta de reformas en la que ya se plasmó la adopción del juicio de amparo  yucateco,  otorgándose  la  competencia  a los Tribunales Federales y en su artículo 25 fue expresa en recalcar que el amparo procedía contra todo ataque de los poderes ejecutivo y legislativo, ya de la Federación, ya de los Estados.

E).-   Concomitantemente   se   discutía   la interpretación del artículo 14 Constitucional, que en un principio intentó recoger la fórmula norteamericana para que la vida, la libertad, la propiedad, etc., no fueran atacadas por la autoridad sin el debido proceso legal, dejando a cada ley los detalles del procedimiento.

Pero se pretendió después, interpretar como una garantía de exacta aplicación de leyes, tanto en lo civil como en lo criminal, y por ello como una garantía de legalidad, que debía tutelarse también, dentro del juicio de amparo.

Esta última postura, avivada por la obra de Don José María Lozano, en su tratado de los derechos del hombre.

La Constitución de 1857, optó por la segunda interpretación y así se redactó.

Pese a ello, las leyes de amparo desde 1861 hasta 1908, fluctuaron entre una interpretación y la otra.

La de 1861, en su artículo 20, no distinguió los actos y las autoridades contra los que procedía el amparo, por lo que implícitamente admitía el amparo judicial.

La de 1869 en su artículo 8, expresó no ser admisible el recurso de amparo en negocios judiciales.

Las legislaciones de 1882, 1895, 1897 y 1900, permitieron el amparo judicial.

Con la reforma a la Constitución, efectuada el doce de diciembre de 1908 al artículo 102, se restringió el amparo en asuntos judiciales del orden civil, en  los términos siguientes:

"Cuando la controversia se suscite con motivo de violaciones de garantías individuales en asuntos judiciales del orden civil, solamente podrá ocurrirse a los  Tribunales  de  la  Federación,  después  de pronunciada la sentencia que ponga fin al litigio y contra la cual no con ceda la ley ningún recurso, cuyo efecto pueda ser la revocación."

Sin embargo, el  28 de septiembre de  1915, mediante simple Decreto se derogó lo legislado en la reforma anterior, por las razones que Venunstiano Carranza expone en el decreto aludido.

De ahí a la constitución de 1917 que acogió ampliamente el amparo judicial, contra el voto de Heriberto Jara e Hilario Medina, estimando que tal amparo judicial nulifica completamente la administración de justicia de los Tribunales Comunes de los Estados, porque se le denomina soberano y no puede impartir justicia.

Estos son los antecedentes de la lucha del hombre contra las autoridades que no respetan a sus súbditos o gobernados, de lo que es valido concluir la eficacia de la herramienta que otorga la acción de amparo, dada la actitud despótica de los primeros gobernantes de nuestro país en el ámbito  administrativo  y  legislativo;  y  aún  la  notoria interferencia de dos poderes en el judicial.

En lo que atañe al amparo judicial, se estimó necesaria  la  intervención  del  Poder  Judicial  Federal argumentándose que las leyes de los Estados permitían que fungieran como jueces personas iletradas, dada la escasez de profesionistas, por lo que era necesario el reexamen de legalidad por vía de amparo, para acatar la garantía de legalidad jurídica del artículo 14 mencionado; que además los caciques regionales imponían su voluntad en la decisión de esos jueces.

Faltará pues, analizar si en el presente se dan esos mismos fenómenos sociales para de ello concluir con la necesidad de que la federación siga tutelando a los Estados en su función jurisdiccional o bien con la restricción del aludido amparo judicial, para ajustarlo a las circunstancias del presente y avizorando el futuro.

LO ECONOMICO:

Si la acción de amparo exige una infraestructura para crear el o los órganos jurisdiccionales que substancien y resuelvan los juicios, entonces ello incide en lo económico, destinando recursos del gasto público a la adquisición de inmuebles, muebles y salarios.

De ahí, que el incremento de satisfactores será proporcional al incremento del costo.

A mayor población corresponderá obligadamente mayor requerimiento de satisfactores con el consecuente aumento del costo.

Don Emilio Rabasa, conoció el efecto económico por una de sus causas, representada por el rezago de asuntos no resueltos en los años de 1898 a 1904 y expresaba que si en 1899 el rezago era de 2938 asuntos y para 1904 era de 4668, entonces pronosticaba que en 10 años el rezago sería de más de 40,000 asuntos, lo cual haría imposible la tarea de la Suprema Corte.

Traducido a lo económico, implica que ya anunciaba la necesaria creación de más Tribunales para desahogar el rezago, lo cual se retoma ahora tan sólo en su aspecto económico.

Todo esto lo explicaba tan distinguido jurista, recalcándolo en el amparo judicial, cuya procedencia o no, se cuestionaba en esa época y expresaba:

"Debemos esperar, y aun tenemos una obligación de dignidad de presumir, que el número de los amparos promovidos contra autoridades gubernativas no aumentará siempre a razón de seis por ciento anual; porque debemos prometernos a nosotros mismos que esas autoridades irán siendo cada día mejores, ya porque la elección gane en acierto, ya porque la opinión pública ejerza su influjo en los agentes de la ley. Pero como no hay que suponer que los negocios judiciales se reducirán a medida que desarrollan el comercio, la industria y la riqueza, ni en la medida en que  la  población  aumenta;  como  no  puede presumirse que habiendo mayor número de negocios judiciales, será menor la cifra de los recursos interpuestos; como los recursos tienen que ser más, mucho más numerosos cada día, es evidente que los amparos sobre el articulo 14, que son recursos interpuestos en negocios judiciales, no se detendrán en  una  progresión  que  es,  por  añadidura, geométrica."
Asentar aquí el movimiento estadístico de asuntos ingresados, resueltos y en rezago desde aquellas fechas, hasta ésta, haría agobiante la lectura.

El pronóstico de Rabasa fue acertado, la progresión en los tres factores ha sido geométrica y geométrica ha sido la creación de Tribunales para conocer del amparo judicial, que no del amparo administrativo o contra leyes.

En síntesis, el incremento de Tribunales debe ser observado a efecto de que no se salga de control el gasto y en lugar de proporcionar soluciones, sean el crisol de un problema económico.

Si la respectiva partida presupuestal destinada al Poder Judicial Federal, la consideramos en si mismo un cien por ciento, entonces la creación de más Tribunales tendrá un efecto multiplicador en el gasto interno, que cuando desborde, requerirá un mayor presupuesto, que para satisfacerse afectará las partidas destinadas a otros gastos públicos o bien, a implementar mayores tazas impositivas o a creación de nuevos impuestos; lo que resulta inquietante e invita a la prudencia.

LO JURIDICO:

La emisión de sentencias de amparo contra actos de aplicación en la materia administrativa federal, da lugar a criterios cuya regla es la uniformidad e igual acontece en el amparo contra leyes.

En cambio, legislaciones comunes da  lugar  a un sin número de interpretaciones locales que inciden en lo federal, generando un sin número de asuntos para dirimirse vía contradicción de tesis ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo que en si mismo provoca un rezago y se apuntan soluciones en dos vertientes: La primera, vía creación de una nueva Sala u otro Tribunal intermedio entre la suprema Corte y los Tribunales Colegiados; la segunda, vía restricción de los amparos directos, que generan esas contradicciones.

Luego, el amparo contra leyes, no genera contradicción de tesis; el amparo administrativo muy pocas y es el amparo judicial la fuente del mayor porcentaje de contradicción de tesis lo que invita a meditar sobre la vía a elegir.

EN LO POLÍTICO:

Si el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece ser voluntad del pueblo mexicano constituida en una república representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federación establecida según los principios de esa ley fundamental, entonces tan soberano es un estado en su facultad de expedir sus leyes como interpretarlas.

De modo que si con la reforma constitucional de 1987 que creó el párrafo séptimo del artículo 94 de la Constitución Federal para establecer que la jurisprudencia de los Tribunales del Poder Judicial Federal también versaría sobre leyes y reglamentos locales, tenemos que tal precepto es contradictorio a otro de su mismo cuerpo, como es el artículo 40, porque entonces los estados son libres y soberanos para emitir sus leyes, pero su interpretación no se otorga a los Tribunales Locales, lo que en sí mismo implica una restricción a la soberanía de los estados, cuyo origen no es otro que el amparo judicial.

Aunado a ello, si el amparo contra sentencias tiene como finalidad obligar a los Tribunales Locales a emitir su sentencia conforme al texto de la ley que le rige, entonces dado el texto del párrafo séptimo del artículo 94 de la Constitución, se está obligando a los Tribunales Locales a resolver conforme a la interpretación que de sus propias leyes haga el Poder Judicial Federal.

Lo anterior implica conflictos de índole político cuyo origen es el amparo judicial y ya la doctrina hace estos señalamientos en la obra Derecho Jurisprudencial Mexicano.

Si la creación del amparo judicial en 1917 pretendía obedecer situaciones políticas de la época por la ingerencia de los ejecutivos locales en sus poderes judiciales, o si por el contrario era el ejecutivo federal quien pretendía inmiscuirse en los Tribunales Locales, son circunstancias de aquélla época y no de ahora, por lo que, cambiando las circunstancias políticas debe replantarse el problema y la solución, para salvaguardar el sistema republicano que nos rige.

CONSIDERACIONES FINALES:

Si en lo sociológico los amparos contra leyes y contra actos de aplicación en la vía administrativa han dado un resultado laudable y en lo judicial su empleo ya no tiende en su regla general a buscar la adecuación de la sentencia a los mandatos legales ordinarios, sino que, un gran porcentaje de esos juicios buscan la dilación en la ejecución de las sentencias emitidas por los Tribunales Locales, entonces estamos avivando y estimulando los litigios meramente retardatorios con detrimento del valor que pretendemos defender.

Si además, todas las leyes de los Estados exigen ser profesionales del derecho a sus jueces y magistrados y éstos son estudiosos, que se perfeccionan día con día con posgrados, especialidades, maestrías y doctorados, si a más, en las legislaciones de los Estados se salvaguarda la inamovilidad de sus jueces, entonces, cambiadas las circunstancias sociales deben cambiar las fórmulas, sobre todo aquellas que en un axioma majadero, considera sin distinción que todo juez o magistrado del fuero común carece de capacidad o dignidad, lo que es inadmisible en un pueblo que se respeta y quiere ser respetado.

Si en lo económico cuesta a la Nación en general y al Poder Judicial Federal en lo particular, un porcentaje del producto interno bruto en la partida correspondiente, entonces, ante el abuso en el ejercicio de la acción de amparo contra resoluciones judiciales, vale la pena considerar la posibilidad de restringir dicha acción de amparo contra resoluciones judiciales.

Si en lo jurídico, es el amparo judicial el que genera el mayor número de negocios y la mayor cantidad de criterios contradictorios, debe ponderarse la proliferación o restricción del amparo judicial.

Si en lo jurídico, es el amparo judicial el que general el mayor número de negocios y la mayor cantidad de criterios contradictorios, debe ponderarse la proliferación o restricción del amparo judicial.

Si en lo político el empleo de los amparos judiciales cuestiona nuestro régimen republicano, es válido ponderar hasta donde, por mantener la amplitud de la acción de amparo judicial, nos destruye en nuestra vinculación republicana.

CONCLUSIÓN:

El más grande placer del mundo es servir a los demás, haciendo lo que otros dicen no se puede hacer.

La solución que se propone no es propia y si algún mérito tiene, proviene de la angustia de ver esfuerzos infructuosos por hacer realidad aquél pensamiento hermoso de Don José María Morelos, cuando soñaba que cada habitante tuviera un lugar y una manera de ser amparado contra actos de la autoridad.

Pienso, si tan ilustre patriarca habrá incluido en su sueño el amparo judicial, y me contesto que no, porque si así hubiere sido, de sueño tornaría a pesadilla.

Medito si los defensores de crear el artículo 14 Constitucional para convertir en garantía individual, el que las sentencias civiles y de lo criminal se ajustaran a las leyes respectivas; hubiesen conocido los efectos del amparo judicial, sobre todo en la vía directa, seguramente su pensamiento lleno de ideales humanitarios, se habría tornado más mesurado y buscado fórmulas que impidieran su proliferación indiscriminada, para impedir que tan magnífica institución se convirtiera en gran porcentaje, en un arma para destruir lo que se pretendía obtener.

La fórmula que se recoge de la historia es procesalmente hablando, “sentencia doble conforme”.

La Ley de Amparo de 1961, que no excluyó el amparo judicial, expresó en su artículo 18.

"Artículo 18.- Si la sentencia de vista fuere "conforme con la de primera instancia, causará "ejecutoria; pero si la revoca o modifica, será "suplicable siempre que dentro de cinco días se "interponga el recurso."

Este principio, aplicado ahora al amparo directo judicial, tendría por efecto determinar la improcedencia de dicho juicio contra sentencias de segunda instancia que hubiesen confirmado la apelada.

Con ello subsistiría el amparo directo contra sentencias que hubiesen modificado o revocado la apelada.

Subsistiría el amparo directo en materia laboral, administrativo y agrario; y solamente se restringiría en lo concerniente a lo civil latus sensu y penal, en aquéllos casos que se diera la uniformidad en dos instancias, lo cual ya sería una restricción a la acción de amparo directo judicial y se reflejaría en menores ingresos en esas materias.

No se han efectuado estadísticas que reflejen lo anterior, pero la observación práctica permite avizorar una disminución significativa de esa clase de juicios, lo que dará lugar a despachar los rezagos existentes sin acudir a la creación de más Tribunales.

Repercutiría en el aspecto económico con el aprovechamiento del presupuesto respectivo en los Tribunales existentes.

En lo político, se otorgaría mayor soberanía jurisdiccional a los Estados de la Federación.

Disminuiría considerablemente el número de contradicciones de tesis.

Eliminaría temporalmente la necesidad de nuevos nombramientos.

Obvio es, que la restricción propuesta, no encuadraría cuando en la demanda de amparo directo se expresaran conceptos de violación contra leyes por estimarse inconstitucionales y que esta puerta sería aprovechada por el foro para burlar la restricción.

Sin embargo, ello puede preverse creando como freno una sanción suspensiva del ejercicio profesional o su cancelación ante la reiteración de esa conducta.

No se piense que el privar de la acción de amparo a las sentencias definitivas que confirmaron la apelada, signifique un menoscabo a los derechos de los gobernados, porque en todos los Estados existen en sus leyes adjetivas, preceptos que limitan o restringen la procedencia del recurso de apelación en razón de la cuantía y ello no ha dado lugar a inconformidad alguna ni por ende se ha declarado la inconstitucionalidad de tales preceptos.

Consecuencia de todo lo expuesto, se propone la adición al artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su fracción III, inciso a), para condicionar la procedencia del amparo directo contra sentencias definitivas, cuando estas hayan revocado o modificado la sentencia apelada.

De igual manera, la adición al artículo 158 de la Ley de Amparo, para que refleje la misma condicionalidad y por último al artículo 37, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con el mismo propósito.

Esta es a grandes rasgos, la propuesta que se hace ante tan insignes colegas y al pleno del Consejo de la Judicatura Federal y al Pleno de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, sin más pretensión que servir a México.

JOSE LIBRADO FUERTE CHAVEZ.

T E M A 

NECESIDAD DE LIMITAR LA PROCEDENCIA DEL 

AMPARO DIRECTO EN CONTRA DE LAS

SENTENCIAS DEFINITIVAS DE LOS PODERES

JUDICIALES ESTA TALES.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

Los antecedentes históricos revelan que el amparo directo promovido para salvaguardar la garantía de legalidad contra  actos  de  los  tribunales  de justicia  estatales  era competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y, que el creciente número de asuntos obligó a crear tribunales colegiados pues era humanamente imposible que tan pocos ministros resolvieran miles de ellos.

La república consciente de la importancia de tan noble institución, no escatimó esfuerzos en la creación de dichos tribunales para la realización de tan ardua labor; sin embargo, ante los hechos palpables de que el amparo constituye en la mayoría de los casos una táctica dilatoria y que por fortuna han venido desapareciendo las causas que le dieron origen a ese juicio extraordinario, creemos que debe acotarse la procedencia del amparo directo en beneficio de quien realmente se duela de una violación a la garantía de legalidad, y excluir como consecuencia a quienes promuevan con el único fin de retardar la ejecución de fallos dictados en su contra. 

DESARROLLO DEL TEMA.

La facultad de todo gobernado para acudir a pedir la protección de la Justicia Federal por violaciones a la garantía de legalidad deriva del artículo 14 constitucional segundo párrafo que dice:

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan  las formalidades esenciales del  procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho."

Los antecedentes de dicho precepto, según palabras del maestro Tena Ramírez, se remontan a los proyectos de Rejón y Otero, conforme a  los cuales a los individuos debía protegérseles no sólo contra las violaciones a la Constitución, sino también de las leyes que no estaban de acuerdo con ella (garantía de legalidad ).

Esta orientación se perdió en la constitución de 1857, en la que se relacionó la procedencia del amparo únicamente contra las violaciones de la Constitución; pero como al numeral 14 de dicha Carta Magna establecía que nadie podría ser juzgado ni sentenciado sino por leyes exactamente aplicables al hecho, ello fue argumentado por los litigantes y se hizo triunfar en la  Corte, la tesis de que la garantía resultaba infringida cuando la ley no se aplicaba exactamente.

En contra de tal interpretación se alzaron voces, como la de Don Emilio Rabasa quien sostenía que ese punto de vista era contrario al sistema federal ya que el correcto sentido del "debido proceso legal" que como garantía consagraba el artículo 14 constitucional, se colmaba mediante la forma de juicio.

La interpretación de la Corte se impuso al cabo, por tres razones fundamentales:

1). La desconfianza del pueblo mexicano a la justicia local, sometida muchas veces a los caciques, de los políticos, del Estado y de los gobernantes (ratificada incluso por Rabasa en 1921);  

2). La idea de centralizar la justicia a través del amparo derivada de una raigambre fuertemente centralista;  

3). El individualismo del amparo, originado de la idea de que al gobernado le preocupa protegerse a sí y no a la constitución.

Aunque no es el objeto principal de este trabajo, es preciso reconocer que al menos la primera de las razones expuestas se corrobora con el discurso pronunciado por Don Venustiano Carranza en la sesión inaugural del Congreso Constituyente de fecha 1° de diciembre de 1916, en el que sostuvo que si bien la interpretación del artículo 14 de la Constitución de 1857 dio como resultado que la autoridad judicial de la federación se convirtiese en revisora de todos los actos de las autoridades judiciales de los Estados, como justificación adujo que ello se debía a la "necesidad ingente de reducir a la autoridad judicial de los Estados a sus justos límites, pues bien pronto se palpó que convertidos los jueces en instrumentos ciegos de los gobernadores, que descaradamente se inmiscuían en asuntos que estaban por completo fuera del alcance de sus atribuciones, se hacía preciso tener un recurso, acudiendo a la autoridad judicial federal para reprimir tantos excesos”.

Los antecedentes mencionados explican el origen del amparo para la defensa de la garantía de legalidad, y que al inicio de la vigencia de la Constitución de 1917 e incluso hasta los años cincuenta, correspondía conocer de él en exclusiva a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El número de asuntos que generó la cada vez creciente población, provocó que la Suprema Corte resultara insuficiente para hacerle frente a tan colosal tarea, al grado que sus miembros en dictamen fechado el 17 de julio de 1945, elaboraron un proyecto de ley para abatir el rezago en amparos civiles.

El esperado anhelo de abatir la carga de trabajo de la Corte se cristalizó en el año de 1951 cuando se crearon los tribunales colegiados para resolver las cuestiones relativas a las violaciones cometidas durante la secuela del procedimiento; con el mismo motivo siguió la reforma de 1968, conforme a la cual dichos tribunales, además de las violaciones procesales, podían conocer de sentencias definitivas por "violaciones de garantías" pero sujetos a la cuantía del negocio, penas etcétera; en 1988, se otorgó a los mencionados órganos la competencia de resolver problemas de legalidad en todo tipo de asuntos; en 1994, a través de reforma constitucional se facultó a la Corte para remitir a los  tribunales colegiados asuntos en revisión contra sentencias de jueces de Distrito cuando se reclama la inconstitucionalidad de una norma y exista jurisprudencia sobre el tema; y finalmente a partir de 1999, el Máximo Tribunal tiene facultad para remitir a los colegiados los recursos de revisión que se promuevan en contra de las sentencias de los jueces de Distrito en las que se haya analizado la constitucionalidad de normas generales y que no sean  de ¡importancia a trascendencia para el orden jurídico nacional.

Huelga decir que todas las reformas legales tienen plena justificación en la medida en que le han permitido a la Suprema Corte tener con mayor plenitud, el carácter de tribunal constitucional y conocer en el futuro asuntos inéditos o que comprendan un alto nivel de importancia y trascendencia. 

Empero, esas acciones han provocado reacciones que se traducen  esencialmente  en  el  crecimiento  de  tribunales colegiados, que a nuestro juicio debe tener un límite, no sólo por la dificultad administrativa y económica que ello conlleva sino también porque las estadísticas muestran que alrededor el noventa por ciento de los amparos se niega la protección constitucional.

Desde luego que la forma más eficaz para solucionar parte del problema (pues queda pendiente la búsqueda de fórmulas respecto de los juicios laborales y administrativos)  sería la de proscribir el amparo directo en contra de las sentencias definitivas dictadas por los tribunales de justicia estatales, con lo cual se cumpliría uno de los deseos de la Comisión Nacional de dichos órganos, contenida en la "Declaración de Querétaro", de 10 de noviembre de 1994, relativa a que el control de legalidad quede a cargo de "supremas cortes de justicia de los estados" y coadyuvaría al fortalecimiento del sistema federal en que se apoya dicho reclamo.

Empero, el camino  para  conseguir ese legítimo anhelo de los poderes judiciales de los estados se ve sumamente difícil cristalizar, pues ante sí está la costumbre del pueblo mexicano durante siglo y medio; de "pedir amparo" y una razón más que la sociedad tiene presente: La aunque cada vez menos frecuente intervención de gobernantes que influyen en la designación y remoción de magistrados estatales (incluso de quienes tenían el carácter de inamovibles) con la consecuente desconfianza de los gobernados y la justificación de que se preserve la garantía de legalidad a través del amparo directo ante los tribunales federales.

Seguramente en la mente de muchos mexicanos habrá más causas que justifiquen la procedencia de dicho medio extraordinario de defensa, como también las habrá en la de quienes piensen lo contrario, por tal virtud aprovecho este foro para sumarme a la  pretensión de los que creen necesario convocar a una consulta nacional para determinar lo que al respecto quiere la sociedad.

Pero mientras esa consulta no se realice, es preciso encontrar a corto plazo soluciones intermedias para que el amparo directo únicamente proceda en casos excepcionales.

La fórmula que se propone es la siguiente:

PROCEDENCIA:

Procederá el amparo directo en contra de sentencias definitivas dictadas por los tribunales estatales en los que se aduzca violación a la garantía de legalidad, en los casos siguientes:

A). MATERIA PENAL:

1). Cuando el quejoso se encuentre privado de libertad.

2). Cuando se advierta una violación manifiesta de la ley en contra del sentenciado o víctima en su caso.

3). Contra las sentencias dictadas en procesos uniinstanciales.

4).- En  cualquier caso cuando el  asunto sea importante y trascendente.

b). MATERIA CIVIL:

1). Contra sentencias que afecten derechos de menores o incapaces, en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.

2). Cuando se advierta que se haya cometido una violación manifiesta de la ley en perjuicio del quejoso.

3). Cuando el asunto sea importante y trascendente.

TRAMITAClÓN:

En cuanto a la tramitación consideramos que debe seguirse un sistema similar al que contiene el acuerdo 5/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo. La adecuación podría quedar así:

Una vez verificado que se cumplieron con los requisitos formales, el presidente del Tribunal Colegiado, admitirá el juicio de amparo, y especificará que ello es sin perjuicio de que se cumplan los requisitos de procedencia, y hechos los trámites de ley lo turnará al magistrado ponente.

Si el magistrado ponente considera que se surten los requisitos de procedencia, formulará proyecto que someterá a la consideración del Pleno.

Si el magistrado ponente estima que no se configuran los requisitos de procedencia requeridos, formulará dictamen en tal sentido, proponiendo el desechamiento del amparo.

El dictamen de desechamiento será presentado por el magistrado ponente y si fuere rechazado por la mayoría el mismo ponente deberá presentar proyecto de fondo ante el Pleno, sin perjuicio de que éste lo deseche posteriormente con base en razones distintas.

Si el dictamen de rechazo es aprobado por mayoría de los magistrados, el juicio de amparo será desechado y de inmediato se devolverán los autos a la autoridad responsable.

CONCLUSIONES:

PRIMERA.- Debe convocarse a una consulta nacional para discutir si los tribunales del poder judicial de la federación deben seguir conociendo del amparo directo para salvaguardar la garantía de legalidad en contra de las sentencias de los tribunales de justicia estatales.

SEGUNDA.- Mientras no se realice tal consulta, sólo deben admitirse los amparos directos cuando se reúnan los requisitos establecidos con anterioridad.

Paulino López Millán

“LA JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES

COLEGIADOS”

En la actualidad existen 24 circuitos en materia de amparo, a lo largo del territorio nacional, que comprenden 110 Tribunales Colegiados; cada uno de ellos  está  facultado  para  establecer  tesis  de Jurisprudencia, al emitir cinco resoluciones en el mismo sentido, no interrumpidas por una en contrario. 

La situación económica y social, así como la modernidad  de nuestro país, provoca conflictos de intereses y ello, en última instancia, determina, la necesidad   de   mayor   número   de   órganos  jurisdiccionales, lo cual repercute, necesariamente, en el Poder Judicial de la Federación, que se ve constreñido, a crear más Juzgados de Distrito, y Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito.

Es notorio que los Tribunales Colegiados, al resolver los asuntos sometidos a su consideración, no siempre sustentan el mismo criterio jurídico, sino a veces totalmente opuestos, propiciando que se formule la denuncia de contradicción de tesis, aumentando las labores de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, al tener que resolverlas.

Ni duda cabe de que esta situación es contraria al orden jurídico nacional, pues debe procurarse la uniformidad de criterios, en los Tribunales Federales, al interpretar las normas generales relativas en cada uno de los asuntos sometidos a su consideración.

También es evidente que, de ser uniformes tales criterios jurídicos, se propiciaría la seguridad jurídica  de los ciudadanos, porque entonces sería uno mismo el que se aplicara en cualquier parte de la República, cuando este referido a una misma disposición legal.

Corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como Máximo Órgano Jurisdiccional en el País, resolver esas contradicciones de tesis, haciéndose más abrumadoras las demás tareas que le encomienda la Constitución Federal.

Para evitar todo ello y lograr tal seguridad jurídica, en mi opinión, es necesario establecer un nuevo sistema que, a la vez que facilite la resolución de las contradicciones de tesis que hasta ahora han surgido y han sido denunciadas, en el futuro, progresivamente disminuyan, hasta desaparecer del todo. Para ello se requiere reformar la Ley de Amparo, en lo que se refiere a la integración de tesis de jurisprudencia y denuncia de contradicción de las mismas, a fin de que, cada Tribunal Colegiado de Circuito, una vez que recopile cinco precedentes en un solo sentido (con los que actualmente se integra la Jurisprudencia, someta a la  consideración del Pleno o de alguna de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la tesis relativa, para que, uno u otra, según la materia, conforme a su competencia, revise la misma tesis y en su caso, la apruebe, declarándola Jurisprudencia, de obligatoria observancia para todas las autoridades del país, en los términos a que se refiere el actual artículo 192 de la Ley de Amparo.

Este simple cambio de sistema permitiría la resolución pronta, de las contradicciones de tesis que en la actualidad se han formulado y que no han sido decididas, por una parte; por otra, se evitaría que sobre el punto jurídico tratado en esa tesis, surgieran más contradicciones, dado que, la declarada  ya como Jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia, sería de obligatoria observancia, tanto para los Tribunales de Circuito como para los Juzgados de Distrito y las demás autoridades del país.

Tal sistema sería complementado, para su eficacia, con otras medidas, entre ellas, la divulgación oportuna de las tesis de jurisprudencia y de manera profusa, a fin de que sean conocidas, incluida su publicación, en el Diario Oficial de la Federación y por otros medios oficiales de publicidad de los ordenamientos legales.

LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

A virtud del Decreto publicado en el Diario Oficial de la  Federación, el 31 de diciembre de 1994 que reformó diversos estatutos de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, se introdujeron diversas disposiciones que tienden a instituir a la Honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación como un Tribunal Constitucional, y recientemente, por diverso Decreto del 9 de junio de este año de 1999, publicado en aquel órgano informativo del día 11 siguiente, se produjeron nuevas modificaciones a la Carta Magna, a efecto de que nuestro Máximo Tribunal del país tuviera mayor relevancia y más amplias características de Tribunal Constitucional, modificándose concretamente el artículo 94 de la Constitución, a efecto de que: el Pleno de la Suprema Corte de Justicia pueda expedir acuerdos generales, a fin de lograr una adecuada distribución entre las Salas, de los asuntos que competa conocer a la Corte, así como para remitir a los Tribunales  Colegiados de Circuito, para mayor prontitud en el despacho de los asuntos, aquellos en los que hubiera establecido jurisprudencia o los que, conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine para una mejor impartición de justicia; y que dichos acuerdos surtirán efectos después de publicados  (texto del séptimo párrafo del citado numeral 94 Constitucional).

Con base en lo anterior, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia emitió los Acuerdos 5/1999 y 6/1999, los días 21 y   22 del propio mes de junio, en que, respectivamente, se preve el criterio a seguir respecto a la procedencia y trámite del recurso de revisión, contra las ejecutorias dictadas por los Tribunales Colegiados en los juicios de amparo directo; y con el cual se determina el envío de asuntos a los Tribunales Colegiados, pero pudiendo reservarse para su conocimiento, aquéllos en que, a su juicio, considere que sea necesaria su intervención, porque, entre otras hipótesis, en sí mismos, o por el estudio que deba realizarse, revistan interés excepcional o sea inéditos y requieran fijar un criterio de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional.

Conforme a tales acuerdos se advierte que la existencia de un criterio jurisprudencial, ya sea por reiteración o por contradicción, puede determinar la remisión de los asuntos de que se trata, a los diversos  Tribunales Colegiados de Circuito, excepción hecha de los casos en que la Suprema Corte de Justicia considere necesaria su intervención porque, en sí mismos o por el estudio que deba realizarse, revistan interés excepcional o sean inéditos y requieran fijar un criterio de importancia y trascendencia para el orden jurídico nacional.

Pues bien, señalado lo anterior, es de considerar la conveniencia de modificar el artículo 192 de la Ley de Amparo, a efecto de que, en lo sucesivo, la Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación integre con un solo precedente, siempre y cuando sea resuelto por unanimidad, o al menos ocho votos de los Ministros que intervengan en la Sesión de Pleno respectiva.

En cambio, tratándose de la jurisprudencia de alguna de las Salas, la misma se integraría con solo tres precedentes, cualquiera que fuera la votación respectiva.

De esta manera, sería mas pronta la integración de las tesis  jurisprudenciales del Máximo Tribunal de la República y por consecuencia, la resolución de los asuntos, en los diversos órganos jurisdiccionales de la Federación, sería también más rápida.

Tal medida no es inusitada, dado que actualmente algunas tesis de jurisprudencia se integran con una sola ejecutoria, incluso fallada por mayoría de votos, como es  el caso de contradicción de tesis.

Por  las  razones  expuestas,  se  propone  la modificación de los artículos 192 de la Ley de Amparo a fin de que se prevea la integración de las tesis de jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con una sola tesis de jurisprudencia, cuando sea fallada por unanimidad, o al menos 8 votos; y las de las Salas, cuando existan tres ejecutorias en el mismo sentido, cualquiera que sea su votación.

Tal reforma, en todo caso, implicaría la derogación del artículo Décimo Quinto transitorio  del Decreto expedido el 19 de mayo de 1995, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, promulgado por el Ejecutivo Federal el 25 de ese mes.

GUILLERMO BALTAZAR ALVEAR

PROPUESTA DE REFORMA A DIVERSAS LEYES A FIN DE QUE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO FUNCIONEN EN PLENO Y EN SALAS.

CONSIDERACIONES PRELIMINARES:

1. Desde hace dos lustros, ha existido un incremento hasta entonces inusitado en la promoción de demandas de amparo. Esto ha dado origen a una gran preocupación, no sólo de los responsables en los más altos sitiales de la administración de la justicia federal, sino de todos nosotros, quienes en alguna forma participamos en esa responsabilidad. Tal preocupación se refleja en la temática sugerida sobre el particular, por un número importante de compañeros magistrados de circuito, a tratar en este congreso. Los matices van desde la propuesta para sancionar severamente a los gobernados que promuevan juicios de garantías de manera injustificada y la de restringir su procedencia, hasta la supresión del llamado "amparo legalidad", al estilo del jurista de  principios de siglo Emilio Rabasa, quien sugería que todo conflicto jurisdiccional concluyese en los tribunales de los estados de la Unión.

2. La preocupación es fundada. Es verdad que el Poder Judicial de  la Federación, para solucionar el incremento' de asuntos y abatir el temible rezago, ha realizado esfuerzos extraordinarios y ha creado un gran número nuevos órganos; empero, la realidad es que tal incremento ha rebasado las expectativas.

Para resaltar el anterior aserto, resulta conveniente destacar algunas referencias que se advierten de la tabla comparativa anual del número de tribunales colegiados, relacionada con los rubros de ingresos, egresos y asuntos pendientes de solución, publicada en el anexo estadístico al informe de labores que el Presidente del Máximo Tribunal de la Nación rindió al terminar el año de 1998, adicionado en sus cinco primeros renglones con otros datos obtenidos de similares publicaciones oficiales y de donde se obtienen, entre otros datos, los siguientes:

     AÑO
    N° TRIB.
     N° MA
INGRESOS
EGRESOS
PENDIENTES

    1951
                5
            15
    10,097
    3,057
     7,040

    1962
                6 
            18
      7,797
    7,802
     2,436

    1970
              13
            39
    16,659
  18,476
    11,110

    1980
               21
             63
     27,502
  25,868
    11,274

    1990
               66
           198
      65,520
  64,799
    17,539

    1991
               77
            231
      86,477
  73,057
     13,332

    1992
               78
            234
      87,826
  76,135
     11,691

    1993
               78
            234
      90,557
  79,490
     11,075

    1994 
               82
            246
      98,238
  85,375
     12,863

    1995
               83
            249
    112,684
  96,981
     15,703

    1996
               83
             249
    119,938
   98,795
      21,143

    1997                   
               90
             270 
     156,095
 119,065
      37,030

    1998
               98
             294
      198,589
 145,433
      53,156

De la información antes inserta, se colige que el aumento de Tribunales Colegiados no ha sido proporcional al número de asuntos ingresados y a pesar de que el rendimiento de esos órganos se ha acrecentado de manera significativa, el número de negocios que se les plantean no les permite abatir los asuntos pendientes, que se multiplican conforme transcurre el tiempo.

Sin duda, la solución ideal sería la formación de tribunales en número necesario para estar al día en la resolución de los amparos; sin embargo, ello se antoja difícil. Conforme a los pormenores del anterior cuadro estadístico, la cifra total de asuntos pendientes hasta 1998 era de 53, 156 y si se tiene en cuenta que cada uno de los órganos de control constitucional egresa en promedio 1 455 asuntos, resulta que serían necesarios 35 tribunales colegiados sólo para solucionar ese remanente, y el instituir otros 35 tribunales colegiados, implica, además del costo económico, el nombramiento de 105 magistrados y ello a su vez entraña contemplar a igual número de profesionales del derecho, con los conocimientos y experiencia necesaria para desempeñar el cargo, lo que también se antoja difícil dado que en este momento los recursos humanos han sido también superados.

3.
Por otra parte, consideramos que la solución al problema que nos ocupa no es la de restringir los supuestos de procedencia del juicio de amparo. Esta propuesta implica limitar a los gobernados el acceso al juicio de garantías y mutua la facultad de control constitucional conferida al Poder Judicial de la Federación. En tales circunstancias, se asume entonces, que en algunos casos y a pesar de eventuales violaciones a disposiciones de la norma fundamental, los ataques a la constitución quedaran sin la posibilidad de impugnarse ante los encargados de velar por la legalidad en el país, con la crítica consiguiente de que al quedar proscrita la acción de amparo para los justiciables cuyos asuntos son de cuantía menor, que no de poca monta, el procedimiento constitucional quedaría reservado para quienes litigan negocios de mayor cuantía, convirtiéndose en elitista.

4.
Tampoco compartimos la propuesta de eliminar el llamado amparo legalidad, bien que se piense en establecer un control difuso de  la constitución o bien que simplemente se piense en dejar a los tribunales de los estados de la federación la última palabra en materia jurisdiccional. Estimamos que no es dable arrebatar al pueblo de México una institución que ha probado sobradamente sus efectos beneficiosos,  al tiempo  que  ponderamos los argumentos del insigne Vallarta al tratar el tema, quien, en lo substancial, evidenció los inconvenientes de la justicia local de aquella época, no superados, ciertamente en la actualidad, entre los que destacan la falta de independencia, los presupuestos apenas indispensables, los bajos sueldos de jueces y magistrados y otros análogos a los que hay que atender.

5.
Para evitar estas soluciones extremas y luego de un detenido análisis basado en la percepción de la realidad de nuestro medio judicial, se propone la reforma de diversas leyes, a fin de que  los Tribunales Colegiados de Circuito funcionen en Pleno y en Salas Unitarias, por las razones y con los beneficios que enseguida se exponen.

6.
Se ha observado que el aumento en la promoción de los juicios de amparo se advierte sobre todo en los asuntos donde ha intervenido la autoridad judicial y no guarda necesariamente relación proporcional con el crecimiento de la población y de las actividades económicas del país, sino que tiene su génesis en otro tipo de factores.

7.
Uno de esos factores surge de la existencia de procedimientos con partes múltiples, donde una orden de autoridad, ley o decreto tiene repercusión sobre un gran número de gobernados que dan como resultado el que se promuevan juicios de amparo en cascada; como por ejemplo las decisiones que afectaron a todos los pensionados por jubilación por el ISSSTE en el país o a los deudores de la banca. Conviene aclarar que en estos casos es muy común que las demandas de garantías las resoluciones impugnadas en el amparo, los informes justificados, los agravios en eventuales recursos, etcétera, son de redacción idéntica por elaborarse sobre formatos donde sólo varían los datos que los individualizan.

8.
Otro de esos factores consiste en el hecho de que ahora acuden en demanda del amparo y protección de la Justicia de la Unión, quienes antiguamente no lo hacían porque sus asuntos eran de poca cuantía o se consideraban de menor importancia y les resultaba más oneroso desplazarse hasta la sede de los tribunales colegiados, que resentir el perjuicio que en su concepto les ocasionaba el acto de autoridad; sin embargo, esta circunstancia ha desaparecido con el establecimiento de nuevos órganos en casi todas las ciudades importantes del país. Asimismo, se han incrementado las revisiones fiscales en asuntos de cuantía mínima, que anteriormente no se promovían por limitaciones contenidas en la ley, ahora modificada.

9.
En atención a las reflexiones anteriores, me permito proponer a su consideración la siguiente:

PROPUESTA

Modificar el artículo 94, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 83, 90, 91 y 158 de la Ley de Amparo y 33, 37 y 41 de la Ley Orgánica del Poder Judicial  de la Federación, adicionar los artículos 33 bis y 36 bis de este  último ordenamiento y los numerales 99, 100 y 101 del Código Federal de Procedimientos Penales, en el texto que aparece al final de la presente,  a efecto de permitir el funcionamiento de los Tribunales Colegiados de Circuito en Pleno y en Salas Unitarias, a cargo de  cada uno de los Magistrados que lo integran.

La competencia quedará dividida de la siguiente forma:

a)
La regla general es que sea el Tribunal Colegiado, en Pleno, quien conozca de los asuntos.

b)
Se reserva para la Sala Unitaria el conocimiento de negocios jurídicos donde ya exista jurisprudencia, así como en asuntos de cuantía inferior. Se propone como límite superior de ésta el equivalente a mil salarios mínimos de la zona económica correspondiente al Distrito Federal.

c)
Se permita que cuando haya consenso de los Magistrados Integrantes, sea el  Pleno del Tribunal quien reasuma jurisdicción, es decir otorgar la facultad de atracción.

COMENTARIOS FINALES:

1.
Con las modificaciones propuestas no se correría el riesgo de  que cada Magistrado resolviera conforme a su personal consideración en  asuntos  donde  ya  exista  jurisprudencia,  puesto  que simplemente la aplicaría, de modo que su labor propiamente no implicaría hacer uso de su criterio jurídico y en cambio, en  asuntos donde se promuevan los amparos "en cascada" y utilizando formatos, con los mismos recursos materiales y humanos a los actualmente existentes pudieran resolverse el triple de estos asuntos. Conviene advertir, como comentario adicional, que existe ya un sistema análogo en los amparos en revisión cuyo conocimiento originalmente corresponde al Pleno del más Alto Tribunal de la Nación y que ahora se envían a los Tribunales Colegiados de Circuito para su solución.

2.
En lo atinente a los asuntos donde la cuestión o la importancia  se considera menor, si bien es verdad que se sacrificaría la decisión colegiada, también es cierto que se evitaría la solución de eliminar la procedencia de la vía constitucional en esos asuntos de cuantía mínima como ocurre por ejemplo en la ley mercantil donde se proscribe el recurso de apelación en juicios cuya cuantía es inferior a ciento ochenta y dos salarios mínimos (articulo 1340 del Código de Comercio). De esta forma se examinaría por el Órgano de Control Constitucional los actos de autoridad aun cuando fuese por uno solo de los Magistrados integrantes del Tribunal, pero debe tenerse en cuenta que este mecanismo operaría sólo en los amparos directos donde ya ha existido una opinión de una o más autoridades jurisdiccionales investidas con facultades para  conocer del asunto y se ha seguido todo un procedimiento por un profesional del derecho.

En resumen, se estima que los Tribunales Colegiados de Circuito, contando con los mismos recursos materiales y humanos que actualmente tienen, siguiendo este sistema resolverían al menos el doble del total de los negocios jurídicos sometidos a su consideración con el consiguiente ahorro de tiempo en la solución de asuntos  y las ventajas que implica el dar oportunidad para la formación de nuevos jueces y magistrados que cuenten con la experiencia que sólo se obtiene con el transcurso del tiempo.

LEYES
Y ARTÍCULOS CUYA REFORMA

O ADICIÓN SE SUGIERE

     TEXTO ACTUAL
      TEXTO REFORMADO

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Art. 94.- …

              …

              …

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno y salas, la competencia de los tribunales de circuito, de los juzgados de distrito y del tribunal electora!,   así   como   las responsabilidades en que incurran los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, de conformidad con las bases que esta Constitución establece.


Art. 94.- …

              …

              …

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en Pleno y salas, la competencia de los tribunales de circuito, su funcionamiento en Pleno y Salas de los juzgados de distrito y del tribunal electora!,   así   como   las responsabilidades en que incurran los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, de conformidad con las bases que esta Constitución establece.



Ley de Amparo

Art. 83.- Procede el recurso de revisión:


Art. 83.- Procede el recurso de revisión:

I.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta  una demanda de amparo;


I.- Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta  una demanda de amparo; en los casos de las fracciones I y III, la competencia corresponderá a las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito.

II.-  Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a)...; b)...; c)... .


II.-  Contra las resoluciones de los jueces de distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en las cuales: a)...; b)...; c)... .

Cuando ya exista jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre la materia del asunto la competencia corresponderá a las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito.

Art. 90.-...


            ...

Admitida la revisión por el tribunal colegiado de circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el 

propio tribunal resolverá lo que fuere  procedente  dentro  del término de quince días.


Art. 90.-...


            ...

Admitida la revisión por el tribunal colegiado de circuito y hecha la notificación al Ministerio Público, el 

Propio tribunal o las salas de éste resolverá lo que fuere  procedente  dentro  del término de quince días.

Art. 91. - El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia o los tribunales colegiados de circuito, al conocer de los asuntos en revisión, observarán las siguientes reglas:



Art. 91. - El tribunal en Pleno, las Salas de la Suprema Corte de Justicia o los tribunales colegiados de circuito funcionando en Pleno o en Salas, al conocer de los asuntos en revisión, observarán las siguientes reglas:


Art. 95 bis.- Las salas unitarias

de los tribunales colegiados de

circuito sólo conocerá del recurso de queja interpuesto conforme a las fracciones I y IX del artículo 95, cuando hayan dictado la sentencia cuya ejecución
excesiva
o defectuosa se impugne.

Art. 158. - El juicio de amparo directo es competencia del tribunal

colegiado  de  circuito  que corresponda,  en los términos establecidos por las fracciones V y

VI del artículo 107 constitucional, y procede   contra   sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por    tribunales   judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda

ningún recurso ordinario por el que

puedan  ser  modificados  o revocados, ya sea que la violación se corneta en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las  defensas  del  quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas  en  las  propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.


Art. 158. - El juicio de amparo directo es competencia del tribunal

colegiado  de  circuito  que corresponda, funcionando en Pleno o en salas unitarias, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y las disposiciones relativas de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, y procede   contra   sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por    tribunales   judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan  ser  modificados  o revocados, ya sea que la violación se corneta en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las  defensas  del  quejoso, trascendiendo al resultado del fallo,

y por violaciones de garantías cometidas  en  las  propias sentencias, laudos o resoluciones indicados.



Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Art. 33 bis.- Los Tribunales Colegiados   de   Circuito funcionarán en Pleno o en Salas Unitarias. 




Art. 36 bis.- En los casos de competencia de las Salas Unitarias,  se seguirá, en lo conducente,    los mismos tramites establecidos para los asuntos que correspondan al pleno   de los tribunales colegiados y las resoluciones se firmarán sólo por el magistrado a quién se turnó el negocio.



Art. 37 - Con las salvedades a que

se refieren los artículos 10 y 21 de

esta ley son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer:

-I.- …

a) En materia penal, de sentencias o  resoluciones  dictadas  por autoridades judiciales del orden común o federal, y de las dictadas en incidente de reparación de daño

exigible a personas distintas de los

inculpados,  o  en  los  de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos  respectivos  o por tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se trate y de las sentencias o resoluciones dictadas por    tribunales    militares cualesquiera que sean las penas impuestas;

b) En materia administrativa, de sentencias o resoluciones dictadas

por tribunales administrativos  o judiciales, sean locales o federales;

c) En materia civil o mercantil, de sentencias o resoluciones respecto

de las que no proceda el recurso de apelación, de acuerdo a las leyes que las rigen, o de sentencias o  resoluciones  dictadas  en apelación en juicios del orden común o federal, y  d)...

II.- De los recursos que procedan contra los autos y resoluciones que

pronuncien los jueces de distrito, tribunales unitarios de circuito o del

superior del tribunal responsable, en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 83 de la Ley de Amparo;

III.- Del recurso de queja en los casos de las fracciones V a XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99 de la

misma ley;

IV - Del recurso de revisión contra

las sentencias pronunciadas en la

audiencia constitucional por los jueces  de  distrito,  tribunales unitarios de circuito o por el superior del tribunal responsable en los casos a que se refiere el artículo 85 de la Ley de Amparo, y cuando se reclame un acuerdo de extradición dictado por el Poder Ejecutivo a petición de un gobierno extranjero, o cuando se trate de los

casos en que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia haya ejercitado la facultad prevista en el

sexto párrafo del artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

V.- De los recursos de revisión que

las leyes establezcan en términos de la fracción I-B del articulo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


Art. 37 - Con las salvedades a que

se refieren los artículos 10 y 21 de

esta ley son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer:

-I.- …
a) En materia penal, de sentencias o  resoluciones  dictadas  por autoridades judiciales del orden común o federal, y de las dictadas en incidente de reparación de daño

exigible a personas distintas de los

inculpados,  o  en  los  de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos  respectivos  o por tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se trate y de las sentencias o resoluciones dictadas por    tribunales    militares. Cuando las penas impuestas excedan de tres años de prisión. Cuando la pena corporal impuesta sea menor de tres años o cuando la sanción sea sólo pecuniaria conocerá del asunto las Salas Unitarias.

b) En materia administrativa, de sentencias o resoluciones dictadas

por tribunales administrativos  o judiciales, sean locales o federales, 

siempre y cuando la cuantía del negocio exceda de quinientas veces el salario mínimo vigente para el Distrito Federal. Cuando sea inferior conocerán las Salas Unitarias.

c) En materia civil o mercantil, de sentencias o resoluciones respecto

de las que no proceda el recurso de apelación, de acuerdo a las leyes que las rigen, o de sentencias o  resoluciones  dictadas  en apelación en juicios del orden común o federal siempre y cuando la cuantía del negocio exceda de quinientas veces el salario mínimo vigente para el Distrito Federal. Cuando sea inferior conocerán las Salas Unitarias.

II.- De los recursos que procedan contra los autos y resoluciones que

pronuncien los jueces de distrito, tribunales unitarios de circuito o del

superior del tribunal responsable, en los casos de las fracciones I, II y III del artículo 83 de la Ley de Amparo. En los casos de las fracciones I y III del artículo 83 de la Ley de amparo, conocerán las salas unitarias de los tribunales colegiados de circuito.

III.- Del recurso de queja en los casos de las fracciones V a XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 99 de la

misma ley;

Las salas unitarias conocerán del recurso de queja en los casos de la fracción I y IX, del artículo 95 de la Ley de Amparo, cuando la sentencia, cuya defectuosa o excesiva ejecución se impugne, haya sido dictada por aquéllas.

IV - Del recurso de revisión contra las sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los jueces  de  distrito,  tribunales unitarios de circuito o por el superior del tribunal responsable conforme a lo dispuesto en el artículo 85 de la ley de Amparo, y cuando se reclame un acuerdo de extradición dictado por el Poder Ejecutivo a petición de un gobierno extranjero, o cuando se trate de los

casos en que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia haya ejercitado la facultad prevista en el sexto párrafo del artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

V.- De los recursos de revisión que

las leyes establezcan en términos de la fracción I-B del articulo 104 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando la cuantía sea inferior a mil salarios mínimos, la competencia corresponderá a las salas unitarias.

Art. 41.- . . .

              . . .

II.- Turnar los asuntos entre los magistrados  que  integren el tribunal.


Art. 41.- . . .

              . . .

II.- Turnar los asuntos entre los magistrados  que  integren el tribunal procurando que aquéllos que sean competencia de las salas unitarias se turnen equitativamente.

               Código Federal de Procedimientos Penales
Art. 99.- Para la validez de las sentencias y de los autos que no

sean de mero trámite, dictados por un tribunal colegiado, se requerirá, cuando menos, el voto de la mayoría de sus miembros.

Art. 100.- Cuando alguno de los

componentes  de  un  tribunal colegiado no estuviere conforme con la resolución de la mayoría, expresará sucintamente las razones de su inconformidad en voto particular, que se agregará al expediente.

Art. 101. – Ningún juez o tribunal unitario puede modificar ni variar sus resoluciones después  de formuladas,  ni los colegiados después de haberlos votado. Esto se entiende sin perjuicio de la aclaración de sentencia.


 Se  propone suprimir de este ordenamiento legal los presentes artículos, por virtud de que las disposiciones previstas en ellos, en todos caso, deben contemplarse en la Ley de Amparo. 

JUAN MANUEL ARREDONDO ELIAS

LOS TRIBUNALES COLEGIADOS Y EL AMPARO

INDIRECTO CONTRA LEYES.

El Poder Judicial Federal, es el órgano de control constitucional en el sistema jurídico mexicano. Esa función, básicamente se lleva a cabo por los jueces de distrito y la Suprema Corte de Justicia de la  Nación. Los Tribunales Colegiados y los Unitarios, participan mínimamente en esa función. Su principal cometido es el control de legalidad. Las anteriores afirmaciones pueden discutirse, sin   embargo, las objeciones se reducen, en tanto se estipule como control constitucional la función de revisar la validez de las leyes,  entendidas tanto formal, como materialmente. Es decir, el control  constitucional es una función de revisión de las leyes, en tanto que la violación a  los artículos 14 y 16 constitucionales tiene normalmente como  criterio de apreciación, el cumplimiento de las leyes ordinarias.

No hay duda de que a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como nuestro máximo tribunal, debe corresponderle la función señalada, sin embargo, lo que ya no queda tan claro, es por qué  los jueces de distrito participan de esa tarea; sobre todo, si se  atiende a que no son los únicos órganos federales.

Por otro lado, parece un hecho el que la mayoría de los titulares de tales Juzgados de Distrito son de reciente ingreso á la  titularidad. Gran número de ellos surgieron a partir de los recientes  concursos abiertos por el Consejo de la Judicatura. Y los titulares que  provienen de Tribunales Colegiados debieron tener participación en un número muy limitado de amparo contra leyes, a no ser que se tratara de  juicios de amparo directos en los que se discutiera la validez de las disposiciones legales aplicadas en la sentencia definitiva o el  acto que dio origen al juicio ordinario. Los propios magistrados conocemos  de  un número mínimo de esos asuntos. Y por lo tanto, la experiencia actual para resolver los asuntos que envíe la Suprema Corte por declinación de conocimiento quizá no sea suficiente. 

Actualmente, las decisiones de un órgano unitario, el juez de  distrito, en la función constitucional, según los términos  precisados, es decir, en amparo contra leyes, son revisadas por un órgano  colegiado, los once ministros que integran el Pleno de la Corte, y  eventualmente por cinco ministros, que corresponden a las Salas.  Antes, la desproporción entre quien resolvía en primera instancia era mucho mayor, cuando la decisión del juez era revisada por 21 ministros.

En otro orden de ideas, las decisiones de los jueces de distrito,  en materia de impugnación de leyes, son revisadas por la Corte y eventualmente, por los Tribunales Colegiados, cuando también involucran cuestiones de legalidad, de manera que estos asuntos se solucionan con el agotamiento de tres instancias, la del juez de  distrito, la de la Suprema Corte y la del propio Tribunal Colegiado. Así es común, que el amparo biinstancial, normalmente sea un amparo  triinstancial.  Es claro que a esta observación se le pueden oponer objeciones de carácter técnico o formal, pero el hecho es que en  la resolución de estos asuntos participen tres clases de tribunales.

No es fácil imaginarse por qué los jueces de distrito constituyen la primera instancia en esta clase de juicios, si se atiende a su complejidad e importancia. La única explicación que encuentro,  deriva de la costumbre.  Entiendo que por la ausencia de Tribunales Colegiados, históricamente los jueces de Distrito se avocaron al conocimiento de estos asuntos.  Sin embargo, el que dichos órganos judiciales continúen conociendo de los amparos contra leyes, sólo puede explicarse por el afán de que la justicia federal esté  cerca de los afectados y evitar los gastos de traslado a lugares diversos a  los que habitan, es decir, por razones de acceso a la justicia. 

Sin embargo, si se advierte que actualmente los titulares de los Juzgados de Distrito tienen poca experiencia en la función, que  sin perjuicio de esto, los integrantes de Tribunales Colegiados,   poseen, por  el contrario, mayor experiencia, la que incluye la obtenida  durante el  desempeño como juez, y por lo tanto, un relativo conocimiento de  los amparos contra leyes; que ya hay Tribunales Colegiados en  prácticamente todo el país; que la propia carrera judicial exige  una experiencia en cualquier tipo de asuntos; y, sobre todo de  aquéllos donde se ejerce realmente el control constitucional, me parece  que es necesario, para una mayor seguridad del justiciable, que sean los Tribunales Colegiados quienes deban conocer de los juicios de  amparo contra leyes. Ya el mero hecho de que en la solución de estos  asuntos, de suyo complejos, participe más de una sola persona, es una  ventaja. En la doctrina se aduce que el juez ordinario no es lo  suficientemente capaz para resolver problemas de constitucionalidad, según esto, porque se requiere cierto tipo de sensibilidad y experiencia en el manejo de nociones muy abstractas.  Quizá la participación en la resolución de ambos tipos de asuntos supla la deficiencia  señalada. Se trata por lo demás de una situación ya presente en la Suprema  Corte de Justicia cuando simultáneamente realizaba funciones de control constitucional y de legalidad. Además de las ventajas ya  señaladas, hay otra más: si el conocimiento del amparo contra leyes se  reserva en primera instancia a los Tribunales Colegiados, dejaría de ser triinstancial en los casos ya señalados, porque las cuestiones de legalidad, ya no serían revisables por otros órganos diversos. Y   en muchas ocasiones, se convertirían en amparos uniinstanciales, facilitando las labores de la Corte, cuando ya existiera  jurisprudencia, con las consiguientes ventajas en tiempo de los justiciables y el  mejor provecho de la administración de justicia. El incremento de las  cargas de trabajo es insustancial pues de cualquier manera se trata de asuntos de los que conocerán los Tribunales Colegiados por declinación de competencia de la Corte. Sólo se eliminaría una instancia.

MARIO ALBERTO CANTÚ BARAJAS

REGLAMENTO GENERAL DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.

Los primeros Tribunales Colegiados de Circuito fueron creados en el año de 1951 con el propósito de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aligerara su abrumadora carga de negocios pero dichos tribunales fueron limitados al conocimiento de los amparos directos contra sentencias inapelables, respecto de las violaciones procesales reclamadas en esos juicios y de los recursos de revisión no reservados a dicha Suprema Corte. Con el paso del tiempo, las facultades de los Tribunales Colegiados se fueron incrementando y también éstos a raíz de las reformas a la Ley de Amparo efectuadas en el año de 1968 y, posteriormente, con las reformas de 1988 a la citada Ley de Amparo y con la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en donde las cuestiones de legalidad son decisiones que en definitiva resuelven estos Tribunales Colegiados.

El crecimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito ha sido muy importante en el país, pero por otro lado también el crecimiento de la población hace que estos Tribunales Colegiados tengan, a pesar de su número, una considerable cantidad de asuntos.

El artículo 37, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establece las atribuciones que tienen los Tribunales Colegiados.

Estas facultades han sido ampliadas en razón del acuerdo 6/1999 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 23 de junio de 1999.

Como se puede apreciar, son muchos y diversos los problemas que pueden surgir en el actuar de los Tribunales Colegiados de Circuito y no siempre la solución se encuentra prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o en la Ley de Amparo, refiriéndonos por supuesto a situaciones relacionadas casi siempre con el aspecto administrativo o lo que se denomina la gerencia judicial.

La solución que se propone a esta problemática, se encuentra prevista en el articulo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que en su fracción II establece:

“Son atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal:

II. Expedir los reglamentos interiores en materia administrativa, de carrera judicial, de escalafón y régimen disciplinario del Poder Judicial de la Federación y todos aquéllos acuerdos generales que fueren necesarios para el adecuado ejercicio de sus atribuciones en términos del artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;"

Es decir se propone la expedición de un Reglamento Interior o General por el que se rijan los Tribunales Colegiados de Circuito a fin de mejorar su desempeño.

Con respeto, y sin vulnerar esa atribución del Consejo de la Judicatura Federal, se podría tomar opinión o parecer a los Tribunales Colegiados de Circuito respecto al contenido de dicho reglamento, para que el Consejo de la Judicatura Federal lo expidiera, acorde a las condiciones de cada caso concreto.

El citado reglamento deberá tender a mejorar el despacho interior de las labores; deberá contemplar una redistribución de las cargas de trabajo aligerando algunas áreas que tienen mayores cargas y responsabilizando a otras áreas para que colaboren, implementando medidas que tiendan a lograr el óptimo funcionamiento del despacho de los asuntos.

El articulo 40 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, establece:

"Cada tribunal nombrará a su presidente, el cual durará un año en su cargo y no podrá ser reelecto para el período inmediato posterior."

Es pertinente apuntar que este dispositivo no prevé la forma de suplir las ausencias del presidente del tribunal; en dicho reglamento se podría subsanar la omisión.

El artículo 41 de la misma Ley Orgánica dispone:

"Son atribuciones de los presidentes de los tribunales colegiados de circuito:

1..
Llevar la representación y la correspondencia oficial del tribunal;

2..
Turnar los asuntos entre los magistrados que integren el tribunal;

3..
Dictar los trámites que procedan en los asuntos de la competencia del tribunal hasta ponerlos en estado de resolución. En caso de estime dudoso o trascendente algún trámite, dispondrá que el secretario respectivo dé cuenta al tribunal para que éste decida lo que estime procedente; 

4..
Dirigir los debates y conservar el orden durante las sesiones; 

5..
Firmar las resoluciones del tribunal, con el magistrado ponente y el secretario de acuerdos, y

6..
Las demás que establezcan las leyes".

Estas atribuciones que tienen los presidentes de los Tribunales Colegiados, implican el control directo de la Secretaría General de Acuerdos del Tribunal, de la Actuaría, de la Secretaría de Tesis, del control de personal, archivo, mobiliario y mantenimiento del sistema de cómputo.

Se sugiere que se aligere la carga de trabajo de la presidencia de los Tribunales Colegiados, designando junto con ésta una vicepresidencia o magistrado adjunto de los dos restantes, que se encargue de las atribuciones no relacionadas propiamente con la función de impartir justicia o de la llamada gerencia judicial, encargándole el control del personal, archivo, mobiliario, mantenimiento y equipo de cómputo, dando con esto mayor posibilidad a que la presidencia se ocupe únicamente de la función de impartir justicia.

Preservando la independencia y autonomía de los magistrados en sus criterios y votos y sin detrimento del estudio serio, concienzudo y profundo, se propone que se establezcan reglas para las sesiones, ampliando lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y la Ley de Amparo al respecto, esto con el objeto de facilitar las deliberaciones; señalando tiempos para la discusión, es decir para el planteamiento de un argumento, para la réplica, la dúplica etc., en la inteligencia de que esto no limite, como se dijo, el estudio cuidadoso de los asuntos y el respeto al voto de los magistrados.

Tomando en consideración el cúmulo de trabajo que existe en los Tribunales Colegiados y a efecto que la impartición de justicia no se deshumanice y se escuche debidamente a los justiciables que acuden a los tribunales, sería necesario que se formalice, aunque de hecho existe ya en todos los Tribunales Colegiados un horario fijo.

La formalización de un horario podrían adecuarlo cada uno de los Tribunales Colegiados a su necesidad, pero contemplando en la semana laborable lo siguiente:

1..
Los días y horas de las sesiones y,

2..
Los días y horas de atención al público.

Debiendo fijar un aviso, tal como se hace con las listas de acuerdos, dando a conocer esto.

Esto traería el beneficio de que los justiciables no perdieran su tiempo esperando ser escuchados por los magistrados, cuando éstos se encuentren sesionando, pues previamente tendrían conocimiento sobre los días en que podrían ser recibidos, y en los que no se hubiere programado sesión.

ADAN GILBERTO VILLARREAL CASTRO

TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO. SU COMPETENCIA  PARA  CONOCER  DEL  JUICIO  DE AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DE JUECES DE DISTRITO.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

En los últimos años el poder judicial de la federación ha creado innumerables Juzgados de Distrito, a fin de lograr que en México se cuente con una justicia expedita y eficaz, que permita atender desde los propios tribunales las demandas más urgentes de la población, para cumplir con el apotegma del ilustre don José María Morelos y Pavón, pronunciado la víspera de la instalación del Congreso de Chilpancingo: "Que todo aquel que se queje con justicia, tenga un tribunal que lo escuche, lo ampare y lo defienda contra el arbitrario".  Por ello, dados los datos estadísticos de los Juzgados de Distrito, que revelan las  excesivas cargas de trabajo en materia de amparo, ante los elevados ingresos que en forma constante se han presentado, propongo que se reformen los artículos 42 la ley de amparo; 29, fracción 1; y 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como adicionar un párrafo más al diverso 49, de la citada Ley Reglamentaria, a fin de que de ahora en adelante los Tribunales Unitarios de Circuito sean los únicos competentes para conocer de los juicios de amparo indirectos promovidos contra actos de los Jueces de Distrito para disminuir, cuando menos, ínfimamente su ardua labor, amén de reconocer que de acuerdo a la estructura orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales Unitarios  de  Circuito  se  encuentran  en  una  situación jerárquicamente superior a la de los Juzgados de Distrito. 

Desarrollo del tema

Para justificar la reforma y adición de los preceptos mencionados, es conveniente recordar que las legislaciones secundarias se concretan a reflejar en sus disposiciones lo que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé de modo genérico, por lo que deben ajustarse a ella,  al ser el máximo ordenamiento del país. 
Por consiguiente, dado que los artículos 107, fracción XII, de la Constitución Federal; y 37 de la Ley de Amparo, en relación a la competencia del juicio de garantías, contemplan aquella que la doctrina ha denominado concurrente, estimo que a raíz de la reforma de que fue objeto el dispositivo constitucional citado, el treinta y uno de diciembre de mil novecientos  noventa y cuatro, en caso de que el amparo se entable contra actos de un Juez de Distrito, que no constituyan sentencias definitivas, pueda conocer el Tribunal Unitario de Circuito de su circunscripción, en términos de lo dispuesto por el numeral 29, fracción VI, en relación con la fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, tal y como con anterioridad a la reforma lo reconocía, cuando menos, respecto a la materia penal el insigne maestro Ignacio Burgoa, en su obra titulada El Juicio de Amparo.
Con la reforma de esa disposición constitucional, llevada a cabo en la fecha anunciada, en mi opinión, actualmente la competencia para conocer del juicio de amparo no se limita a la materia penal, pues indudablemente que dicha restricción sólo es aplicable a los Tribunales del orden común, tal como parcialmente lo reconoció el Honorable Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 11/97, de la que emanó la tesis de jurisprudencia 31/98, publicada en  la página 29, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, correspondiente al mes de julio de mil novecientos noventa y ocho, Novena Epoca, que reza:

"TRIBUNALES  UNITARIOS  DE  CIRCUITO.  SU COMPETENCIA  PARA  CONOCER  DEL  JUICIO  DE AMPARO INDIRECTO NO SE LIMITA A LA MATERIA PENAL.-  La interpretación armónica de lo dispuesto por los artículos 107, fracciones VII y XII, de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos; 1°. y 29, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en relación con los antecedentes legislativos que motivaron la incorporación de los Tribunales Unitarios de circuito al ámbito competencial del juicio de amparo indirecto, pone de manifiesto que esa facultad no se limita a los casos previstos en los artículos 16 en materia penal, 19 y 20 de la Carta Magna, sino que la intención del legislador fue la de concederle en sentido irrestricto a todos aquellos actos provenientes de un tribunal de esa naturaleza, respecto de los cuales procediere el juicio de amparo indirecto; por lo que debe atenderse al espíritu que inspiró su adición para darle el verdadero alcance que impide que un Juez de Distrito, aun como Juez de amparo, juzgue los actos de quien jerárquicamente es su superior". 

Sin embargo,  para no inducir en error a los Jueces de Distrito o Magistrados, resulta conveniente plasmar tal aspecto competencial en la propia Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Ahora bien, la forma de substanciar estos juicios de garantías será en los mismos términos que la ley de amparo les señala a los Jueces de Distrito, lo que significa que para esta nueva propuesta  e jurisdicción a cargo de los Tribunales Unitarios no será necesario crear normas adicionales.
Dicho en otras palabras, los Tribunales Unitarios deberán observar las normas establecidas para la  admisión de las demandas de amparo, petición de informes justificados citación de audiencia constitucional y recepción de pruebas, así como las relativas a la suspensión de los actos reclamados cuando procedan y el desahogo de la audiencia incidental.

Igualdad de motivos permiten concluir que la normatividadd procesal a cargo de los impetrantes del amparo será idéntica, es decir, como si el amparo lo hicieran valer ante un Juez Federal.

Obvio es que las resoluciones dictadas por los Tribunales Unitarios, como lo son las emitidas por los jueces en la audiencia constitucional, podrán ser impugnadas mediante el recurso de revisión, del que deberán conocer los Tribunales Colegiados de Circuito y en su caso por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Conclusiones

De acuerdo a los razonamientos antes expresados, procede  reformar el articulo 42 de la Ley de Amparo para quedar como sigue:

"Artículo 42.- Es competente para conocer del juicio de amparo que se promueva contra actos de un Tribunal Unitario de Circuito, otro de la misma categoría dentro de la misma circunscripción, si lo hubiere, o en su defecto, el más inmediato de la jurisdicción del Tribunal Colegiado de Circuito a que pertenezca el responsable.

"Para conocer de los juicios de amparo que se promuevan contra actos de un Juez de Distrito, es competente el Tribunal Unitario de Circuito dentro de la misma circunscripción".

Además, debe agregarse un tercer párrafo al precepto 49 de la invocada ley reglamentaria, que debe redactarse de la manera siguiente:

"Artículo 49.-...

...

"Cuando se presente ante un Juez de Distrito una demanda de amparo contra actos de un similar, se declarará incompetente de plano y mandará remitir dicha demanda al Tribunal Unitario de Circuito que corresponda".

Asimismo, los artículos 29, fracción 1; y 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, deberán ser reformados en los términos siguientes:

"Artículo  29.-  los tribunales unitarios de circuito conocerán:

"1. De los juicios de amparo promovidos contra actos de

otros tribunales unitarios de circuito y juzgados de distrito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por la Ley de Amparo respecto de los juicios de amparo indirecto promovidos ante juez de distrito".

...

"Artículo 48.- los jueces de distrito que no tengan jurisdicción especial conocerán de todos los asuntos a que se refieren los artículos del presente Capítulo, con excepción de aquellos en que el responsable sea su similar".

FERNANDO ALBERTO YATES VALDEZ

REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN Y A LA LEY DE AMPARO

El objeto del presente trabajo consiste en proponer la reforma al artículo 407, fracción III, inciso a), de la Constitución y al precepto 161, fracción II, de la Ley de Amparo, con el objeto de que se suprima la exigencia de reiterar la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, por considerar el suscrito que dicho requisito carece de sentido jurídico y constituye en la práctica un obstáculo para el estudio de las e violaciones procesales en el directo en materia civil.

Si analizamos la Constitución de 1917, en su artículo 107, fracción II, se podrá advertir que desde entonces se exigía en los juicios civiles y penales, para estudiar la violación procesal en amparo, que se reclamara oportunamente; que se protestara contra la negativa a la reparación y se alegara en la segunda instancia por vía de agravio, si se cometió en la primera.

El Constituyente del 17, al parecer, no dio razones de por qué se plasmaron originalmente tales exigencias; empero si analizamos, desde entonces y al través de la evolución jurídica hasta nuestro tiempo, vamos a advertir que se han venido suavizando tales exigencias, tanto que actualmente sólo se conserva uno de ellas, y sólo en la materia civil.

En la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales de 1936, se establecieron tres requisitos fundamentales para reglamentar el análisis de las violaciones procesales en amparo directo en materia penal y civil, que fueron: a).- Que cuando no existiera recurso contra la violación cometida en primera instancia, se promoviera la  reparación de la violación ante la autoridad que conociera del juicio, esto es lo que se llamó ‘amparoide', o sea la facultad de que la propia autoridad ordinaria conociera de la violación constitucional en el propio procedimiento en vía incidental, siempre y cuando se expresara con toda claridad el acto violatorio y la garantía individual estimada violada. b).- Si la autoridad desechaba el procedimiento de reparación o lo negaba, se pedía, además, la protesta respectiva, y c).- Se exigía que si existía recurso, se agotara éste y si fuere desechado o declarado improcedente, debería formularse la protesta respectiva y reiterarse la violación en la segunda instancia en vía de agravio, si se cometió en la primera.

En esta reforma se dijo que no quedaban incluidas las violaciones procesales cometidas ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, porque en principio el precepto constitucional sólo se refería a juicios civiles y penales y porque, además, se de las estaría en contradicción con el espíritu reformas laborales, en cuanto a hacer más rápidas y expeditas las diferencias en cuestiones del trabajo.

El artículo 107 constitucional fue reformado el diecinueve de febrero de 1954 y el veinticinco de octubre de 1967, manteniéndose, en la primera reforma el llamado 'amparoide’ y exigiéndose además, que la violación procesal, para que pudiera estudiarse en amparo, afectara las defensas quejoso y trascendiera al resultado del fallo.

En la segunda reforma o sea la de 1967, quedó suprimido  como  exigencia  para  analizar  la violación procesal el ‘amparoide’ en todas las materias, aduciéndose al respecto que tal figura carecía de sentido jurídico y estaba plagada de tremendos absurdos, porque no era procedente que la autoridad del orden común, por vía incidental, invadiera la esfera de competencia de la autoridad Federal,  al  erigirse  en  órgano  de  control constitucional. se dijo, así mismo, que aceptar tal circunstancia  implicaría  contrariar  el  orden establecido por nuestra ley suprema que de manera expresa, limitativa y privativa consignaba el ejercicio de la función equilibradora de la justicia federal, sólo por excepción a los superiores jerárquicos de los jueces autores de la violación.

Se expuso también como argumento para suprimir esa reparación constitucional,  que el procedimiento del juicio de amparo debe ser breve, sumario y asequible a todos los que tienen la necesidad de demandar el respeto a sus derechos individuales, y que el incidente de reparación constitucional obstaculiza en muchas ocasiones el que los particulares obtengan la protección federal por la violación sufrida, en aras de sutilezas jurídicas, con lo que se desnaturaliza la finalidad del juicio de amparo. 

Además, se agregó que la supresión de ese ‘amparoide’ llevaba a una verdadera impartición de justicia a los particulares y que éste no era más que un rezago del fenecido recurso de casación. 

Así mismo, en esa reforma se suprimió la materia penal de los requisitos de preparar la violación procesal para su análisis en el amparo directo, limitándose exclusivamente a la materia civil, el impugnar en el curso del procedimiento la violación y reiterarlo como agravio en la segunda si se cometió en la primera, con la limitante de que si se trataba de actos que afectaran al orden y estabilidad de la familia, el amparo civil quedaba en iguales condiciones que los amparo penales, administrativos, laborales y agrarios. en esta propia reforma también quedó suprimido el requisito de la protesta como preparación de la violación procesal.

La reforma al artículo 107,  fracción II, verificada en 1967 es la que actualmente prevalece. 

La Ley de Amparo que reglamentó esta reforma fue la de 1968, cuyo artículo 161, fracción II, se redactó en los términos que actualmente se encuentra.

Del análisis a las reformas del artículo 107 constitucional se advierte que poco a poco se fueron quitando las exigencias para poder estudiar las violaciones procesales en el juicio de amparo; primero se suprimió a la materia laboral de los requisitos de preparación del amparo y luego a la penal;  asimismo,  se  fueron  quitando  las condiciones para su estudio, suprimiéndose la reparación constitucional ‘amparoide’ y la protesta, siempre  con  el  argumento  de  que  tales formalidades impedían la impartición de justicia a los particulares, e implicaban, en muchas ocasiones, obstáculo para la obtención de la protección Federal por la violación procesal sufrida, en aras de sutilezas jurídicas, por lo que finalmente subsistió sólo en la materia civil y con limitantes.

Es por ello que esta ponencia propone la supresión total de la exigencia de reiterar la violación procesal en la segunda instancia cuando se cometió en la primera.

Esto se justifica, además, si se toma en consideración que el texto actual del artículo 107, fracción III, inciso a) y del precepto 161, fracción II, de la Ley de Amparo, en la práctica diaria de los tribunales de justicia ha provocado problemas de interpretación que han llevado a los tribunales a conclusiones diversas y a la emisión de tesis contradictorias.

Efectivamente, el texto del artículo 107, fracción III, inciso a), expresamente señala que en materia civil debe aducirse la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, para poderse analizar en vía de concepto de violación en el amparo directo; en cambio, la fracción II del artículo 161 de la Ley de Amparo dice que cuando el recurso fuese desechado o declarado  improcedente  deberá  invocarse  la violación como agravio en la segunda instancia si se cometió en la primera, por lo que se ha sostenido que, cuando el recurso no es desechado o declarado improcedente, no se está en la hipótesis de reiterar la violación procesal.

Ese tópico ha provocado el pronunciamiento de tesis de Tribunales Colegiados de Circuito tratando de aclararlo; al respecto el Tercer Tribunal Colegiado Civil del Sexto Circuito, ha sustentado el criterio de que el término ‘improcedente’ a que se e refiere la fracción II del artículo 161, debe entenderse en sentido amplio, incluyendo dentro de  él  no  únicamente  a  la  improcedencia propiamente dicha, sino a la inoperancia y a lo infundado de un recurso, lo cual, se corrobora con el texto expreso de la fracción III del artículo 107, que no hace distingo alguno entre desechamiento o improcedencia.

Por otro lado, existieron opiniones encontradas con relación a si el tribunal de apelación que conoce el recurso contra la sentencia definitiva, está o no en aptitud de estudiar los agravios que se hagan valer respecto de la violación procesal que fue estudiada en primera instancia, mediante un recurso ordinario, lo que dio lugar a que se resolviera la contradicción de tesis, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado Civil del Primer Circuito con el número 29/93, en la que se determinó que el tribunal de apelación no está obligado a volver a estudiar los agravios que se hagan valer en la apelación contra la definitiva referidos a una violación procesal, porque se le obligaría a pronunciarse en relación con un tema del cual ya se emitió opinión jurídica por el propio tribunal de apelación o por otra Sala de la misma jerarquía, con desconocimiento del principio de seguridad en que se sustenta la ley suprema, concluyendo   dicha   contradicción, que la preparación de la violación procesal se colma con la sola reiteración de la inconformidad en el escrito de agravios indicado, pero sin que exista posibilidad de su estudio por parte del tribunal de apelación.

Otro problema inherente a la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia consiste en definir qué se debe entender por reiterar la violación procesal, si basta con que en el escrito de agravios, en contra de la sentencia definitiva, se haga referencia, por ejemplo, a que en el procedimiento ordinario le fue desechada una prueba indebidamente al quejoso, o se requiere que se viertan consideraciones jurídicas contra ese desechamiento, o más todavía, si deben aducirse argumentos en contra de la resolución de apelación que resolvió el recurso que de tal violación procesal.

De la posición que se adopte en este sentido dependerá el buen éxito del estudio de la violación procesal en el amparo directo. 

En conclusión: la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia, si se cometió en la primera, es un requisito que no tiene ningún sentido, porque no existe la posibilidad de que el tribunal de apelación vuelva a analizar la violación procedimental, ni cuando el recurso fue declarado improcedente o desechado, ni cuando lo declaró infundado, porque así lo decidió ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación en contradicción de tesis, de manera que si no existe la posibilidad de que el tribunal de alzada puede reestudiar esa violación, carece de sentido tal exigencia.

El juicio de amparo no debe ser impeditivo ni contener formalismos que impidan el análisis de violaciones que a la postre resultaren fundadas y que por un requisito formal se vea imposibilitado su estudio en el juicio constitucional; aceptar ello implicaría denegación de justicia, y pretender hacer imperar un legalismo a la propia justicia, tanto más si del proceso que ha venido sufriendo el artículo 107 constitucional, claramente se advierte que se fueron suprimiendo las formalidades de mérito.

No puede admitirse que, so pretexto de que en el amparo civil priva el estricto derecho, se justifique la subsistencia de la exigencia de la reiteración de la violación procesal en la segunda instancia si se cometió en la primera, debido a que en el propio juicio de amparo civil, ya no existe el estricto derecho, dados los términos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo y porque además, constituye una exigencia sin sentido.

Es por todo lo anterior que el presente trabajo pretende la reforma al artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución y 161, fracción II, de la Ley de Amparo, proponiéndose el texto siguiente:

"articulo 107.- Todas las controversias de que habla "el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y "formas del orden jurídico que determine la ley de "acuerdo a las bases siguientes:

"... III.- Cuando se reclamen actos de tribunales "judiciales, administrativos, o del trabajo el amparo sólo "procederá:

"a).- Contra sentencias definitivas o laudos o "resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las "cuales no proceda ningún recurso ordinario por el cual "puedan ser modificados o reformado, ya sea que la "violación se cometa en ellos o que, cometida en el "procedimiento, afecte las defensas del quejoso "trascendiendo al resultado del fallo, siempre que en "materia civil haya sido impugnado la violación en el "curso del procedimiento, mediante el recurso ordinario "establecido por la ley.  Este requisito no será exigible "en el amparo contra sentencias dictadas en "controversias sobre acciones de estado civil o que "afecten el orden o estabilidad de la familia”.

Artículo 161 de la Ley de Amparo.- Las violaciones a las leyes del procedimiento a que se refieren los dos artículos anteriores sólo podrán reclamarse en la vía de amparo al promoverse la demanda contra la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio.

En los juicios civiles, el agraviado se sujetará a la siguiente regla:

Deberá impugnar la violación en el curso mismo del procedimiento mediante el recurso ordinario, silo hubiere, y dentro del término que la ley respectiva señala.

Este requisito no será exigible en amparo contra actos que afecten derechos de menores o incapaces, ni en los promovidos contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.

WILFRIDO CASTAÑÓN LEON

Reformas a la Ley de Amparo 1999.  Artículo 124 bis.

Planteamiento del Problema.

El 8 de febrero de 1999, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, Decreto por el que se reforman y adicionan diversos preceptos de la Ley de Amparo.

Las citadas reformas como se aprecia de su simple lectura, repercuten exclusivamente en materia de amparo penal, pues se refiere a los artículos 73, fracción X, 138 y 155 de la citada Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, creándose o adicionándose el artículo 124 bis que impone al Juez o Tribunal de amparo, la obligación de exigir al peticionario de amparo, garantía bajo ciertas condiciones, para la procedencia de la  suspensión.

El 9 de diciembre de 1997, el Presidente Ernesto Zedillo Ponce de León, envió al Senado de la República la iniciativa de reformas a  diversas leyes, entre ellas la Ley de Amparo, y en esta exposición en lo que se refiere  al precepto materia de esta ponencia, se señalaba: "que "tratándose de actos  que afecten la libertad procesal derivados de la "probable comisión de un delito, se conceda la suspensión de los "mismos, siempre que se garantice el monto estimado de la reparación "del daño.  De esta forma se asegura el derecho de la  víctima u "ofendido por el delito a ser reparado en la afectación de su "patrimonio."

Una vez analizada la iniciativa presentada por el Ejecutivo  Federal, las Comisiones Unidas de Justicia y Estudios Legislativos del Senado, emitió dictamen el que consideró la adición del artículo 124 bis, para hacerla acorde con el párrafo segundo de la fracción X del artículo 73 de la Ley de Amparo; y por estimarse que en la práctica judicial las medidas para asegurar la presencia del quejoso en el procedimiento penal, del cual emanaba el acto reclamado, con frecuencia resultaban insuficientes al utilizar la suspensión como un medio para evadir la acción de la justicia.

El Pleno de la Cámara de Diputados al recibir el dictamen  probado por la Cámara de Senadores, lo turnó a la Comisión de Justicia, quien emitió a su vez dictamen en el que reitera lo aprobado por la Cámara de Origen, precisando entre otras cosas que la adición propuesta (articulo 124 bis) está dentro de los cauces constitucionales, y es determinante para evitar la impunidad de la que tanto se quejaba la ciudadanía, y así para gozar de los efectos de la suspensión, se exigieron mayores requisitos.

En el citado Decreto de 8 de febrero de 1999, el artículo 124 bis adicionado quedó como sigue:

"Artículo 124 bis.- Para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el juez de amparo deberá exigir al quejoso que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El juez de amparo  fijará el monto de la garantía, tomando en  cuenta  los elementos siguientes:

La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso;

II.
La situación económica del quejoso, y

III.
La posibilidad de que el quejoso se sustraiga de la acción de la justicia."

Desarrollo del Tema.

Es evidente que las condiciones que se imponen al juez y que  debe exigir al peticionario de garantías, para la procedencia de la suspensión,  se refieren a la prevista en el articulo 124 de la Ley Reglamentaria en cita, esto es la suspensión a petición de parte, de donde a partir de la citada adición el Juez  o Tribunal de Amparo, además de los siguientes requisitos de procedencia que debe examinar, previstos en el numeral citado en último término, ya sea al  decretar la suspensión provisional o definitiva, deberá exigir el otorgamiento de garantías de acuerdo a los elementos que el propio precepto fija, lo anterior consideramos que en la práctica y sobre todo en tratándose de la suspensión provisional, fijar el cuantum de la garantía, para obligar al quejoso a comparecer ante la autoridad responsable cuantas veces sea necesario, para la práctica de diligencias y no se sustraiga de la acción de la justicia, cuando se trate de delitos no graves, o tratándose de ilícitos de esa naturaleza a efecto de que quede a disposición del Juez o Tribunal de Amparo en el lugar en que estos se señalen, únicamente en lo que se refiere a su libertad personal y a la de la autoridad responsable para la continuación del procedimiento; producirá inquietudes y diferencias de opinión respecto de su interpretación, alcance y aplicación, en primer lugar porque al resolver sobre la suspensión provisional, e¡ Tribunal Constitucional generalmente no cuenta con los elementos necesarios para cumplir las exigencias del artículo 124 bis, porque en la demanda de garantías en múltiples ocasiones ni siquiera se señala el delito materia del acto restrictivo de libertad que se reclama, y por ende mucho menos las modalidades y características; también se ignora la situación económica del quejoso, y por ende la posibilidad o no de que se sustraiga de la acción de la justicia.

Una vez recibidos los informes justificados y de señalarse en éstos que sea cierto el acto reclamado, quizá de ellos pudieran desprenderse datos suficientes para detectar al menos los elementos previstos en las fracciones I y III, toda vez que se encuentran íntimamente vinculados, puesto que de acuerdo a la naturaleza y modalidades del ilícito imputado, se puede desprender el mayor o menor riesgo de que el quejoso se sustraiga de la acción de la justicia, sin  embargo el elemento relativo a la situación económica del quejoso, será siempre un problema práctico deducirlo.

Conclusión.

Atento a lo anterior consideramos que la adición del artículo 124 bis, como ya dijimos causará graves cuestiones prácticas, que obligarán al Juez Constitucional, no obstante la disposición vigente, a señalar la garantía exigida discrecionalmente, con base en los escasos elementos que tenga a su disposición, para no hacer aun más nugatoria, la procedencia de la medida cautelar por excelencia, para la protección de la libertad personal.

ELVIA DÍAZ DE LEÓN DE LÓPEZ
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